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EN LO PRINCIPAL: Recurso de Reposición; 

OTROSÍ: Téngase presente personería. 

 

 

                                      Superintendente del Medioambiente 

 

 

Álvaro Cruzat Ochagavía y Francisco Alvarado Valenzuela, en representación de 

Maltexco S.A. (“Maltexco”), según consta en el otrosí de esta presentación, en 

procedimiento sancionatorio D-038-2016, a esta autoridad respetuosamente digo: 

 

Deducimos recurso de reposición del artículo 55 de la Ley Orgánica de la Superintendencia 

de Medioambiente (“LOSMA”), en contra de la Resolución Exenta N° 945 del señor 

Superintendente de Medioambiente (s), don Emanuel Ibarra Soto, de fecha 20 de julio de 

2022, notificada a esta parte por correo electrónico de fecha 26 de junio pasado, que resuelve 

el procedimiento administrativo D-038-2016 y aplica sanciones contra Maltexco (en 

adelante, la “Resolución Recurrida”). 

 

Dados los serios errores de hecho y de derecho, la Resolución Recurrida, solicitamos lo 

siguiente:  

 

1) Que según lo señalado en el capítulo II, la Resolución Recurrida se deje sin efecto, 

retrotrayéndose el procedimiento a la etapa de emisión del Dictamen por parte del Fiscal 

Instructor, para que de conformidad al artículo 54 de la LOSMA, el Superintendente adopte 

alguna de las siguientes decisiones: 

 

1.1) Absuelva a Maltexco;  

1.2) Ordene la realización de nuevas diligencias; u 

1.3) Ordene la corrección de los vicios de procedimiento, retrotrayéndolo a efectos de lo 

siguiente: 
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1.3.a) Para que se declare la ejecución satisfactoria de las acciones y metas del 

Programa de Cumplimiento (“PdC”), incluyendo el plan correctivo señalado en los 

descargos de esta parte y cuya ejecución fue acreditada en sucesivos Téngase 

Presente; o 

 

1.3.b) Para que se declare aprobado el Programa de Cumplimiento presentado por 

Maltexco, incluyéndose de oficio por parte de la Superintendencia como medida, el 

plan correctivo señalado en los Descargos presentados por esta parte; o 

 

1.3.c) Para que se hagan observaciones al Programa de Cumplimiento presentado por 

Maltexco, con la finalidad que se incluya en el mismo, el plan correctivo señalado en 

los Descargos presentados por esta parte o incluso considerándose incorporar otras 

medidas adicionales que se incluyen en esta presentación; o bien, 

 

l.3.d) En subsidio, esta Superintendencia adopte las medidas necesarias para subsanar 

los vicios de procedimiento a que haya lugar; 

 

2) En subsidio de lo antes señalado y de conformidad a lo expuesto en el capítulo III de esta 

reposición, la Resolución Recurrida sea dejada sin efecto, total o parcialmente, al no 

configurarse los elementos requeridos para que exista responsabilidad infraccional de 

Maltexco respecto de cada uno de los cargos formulados; o 

 

3) En subsidio de todo lo antes señalado y de conformidad a lo señalado en el capítulo IV 

de esta reposición, la Resolución Recurrida se deje sin efecto, total o parcialmente, con el 

objeto de realizar una determinación de las sanciones que sea proporcional a la conducta de 

Maltexco, o reducir el monto de las multas cursadas de conformidad al artículo 40 de la 

LOSMA y a nuestro ordenamiento jurídico. 

 

De conformidad al petitorio señalado, en el Capítulo I se presentan los antecedentes generales 

atingentes a la presente reposición; luego en el Capítulo II, se presentan los errores de hecho 

y de derecho, que dan pie a determinado vicios del procedimiento e ilegalidades de que se da 
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cuenta, los cuales le permiten al Superintendente, de acuerdo a la facultad de control 

establecida en el artículo 54 inciso 2° de la LOSMA, la corrección de los mismos, sin 

perjuicios de su facultad de absolución o de ordenar la realización de nuevas diligencias 

probatorias; luego en el Capítulo III, se analizarán los cargos presentados en contra de 

Maltexco por parte de esta Superintendencia, y cómo respecto a los mismos, no se configura 

la responsabilidad infraccional de Maltexco; para que finalmente, en el Capítulo IV, se 

aportan antecedentes en relación a la sanción de multa propiamente tal, su cálculo y 

pertinencia.  
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I. ANTECEDENTES GENERALES 

 

 

1.  Maltexco es una empresa agroindustrial dedicada principalmente a la producción de 

cebada malteada y derivados de la cebada en general, materias primas utilizadas 

mayoritariamente en la elaboración de cerveza y en la industria de alimentos. Es dueña del 

establecimiento industrial, ubicado en Bellavista N° 681, comuna de Talagante, de la Región 

Metropolitana, el cual corresponde a la “Unidad Fiscalizable”. En dicho establecimiento, se 

lleva a cabo el proceso de malteo de la cebada, el cual consiste en un remojo y germinación 

del grano a fin de producir las transformaciones internas necesarias y un posterior proceso 

de secado del grano, todo bajo condiciones controladas de humedad y temperatura y sin la 

adición de ninguna sustancia química o de otra naturaleza excepto agua de característica 

potable.  

 

2.  Desde un punto de vista ambiental, el señalado proceso industrial genera 

principalmente dos tipos de efectos, emisiones al aire por la utilización de fuentes de 

combustión, y la producción de residuos industriales líquidos o Riles. Respecto a las 

emisiones al aire, ellas han tenido un mejoramiento continuo en virtud de la aplicación de las 

distintas medidas de los diferentes planes de prevención y descontaminación de la Región 

Metropolitana, lo que significó la reducción en las emisiones de dióxido de azufre (SO2) por 

parte de Maltexco al implementar un sistema de lavado de gases, lo cual a su vez generó un 

cambio en los Riles de la Planta, lo cual corresponde a uno de los cargos efectuados por la 

Superintendencia del Medio Ambiente (“SMA”) en contra de Maltexco, ya que 

supuestamente existiría al respecto una elusión al Sistema de Evaluación de Impacto 

Ambiental (“SEIA”). El mencionado sistema de lavado de gases ya no se efectúa, debido a 

que Maltexco cambió el combustible y su caldera, pasando a utilizar gas natural. Respecto a 

los Riles, debido a que el proceso de malteo solubiliza algunos componentes orgánicos 

presentes en la cebada utilizada y arrastran impurezas inocuas presentes en ella, es que su 

disposición final requiere de un Tratamiento.  
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3.  El tratamiento de Riles se efectúa conforme a dos resoluciones de calificación 

ambiental, especialmente la Resolución Exenta N° 476/2003 “Ampliación de Sistema de 

Neutralización y Depuración de residuos líquidos” (“RCA 476/2003”), la cual autoriza el 

tratamiento y la disposición final del Ril bajo las condiciones establecidas en el DS N° 

46/2002 para emisiones de residuos líquidos a aguas subterráneas a través de infiltración. 

 

En lo referido a la composición de las emisiones que están autorizadas a ser infiltradas, la 

Resolución exenta DGA N° 1497 fija el contenido natural del acuífero para la descarga 

de residuos líquidos realizados por Maltexco y establece que, de acuerdo a la 

vulnerabilidad calificada como alta, sólo se podrá infiltrar cuando la calidad del agua a 

infiltrar sea igual o mejor que la correspondiente al contenido natural del acuífero. En 

lo relacionado con las condiciones del monitoreo, la Resolución Exenta de la SISS N° 3944, 

establece un programa de monitoreo de la calidad del efluente correspondiente e indica 

parámetros, límites máximos, tipo de muestreo y frecuencia de cada uno de los controles a 

realizar (“RPM”).    

 

4. De acuerdo a lo señalado, un elemento fundamental y basal de toda la discusión 

sostenida con la SMA, lo constituye el contenido natural del acuífero y la vulnerabilidad 

del mismo calificada como alta, ya que dado lo anterior, no aplican las tablas señaladas en 

el artículo 10 y 11 del DS 46/2002, sino que aplica el artículo 9° de la misma regulación: “Si 

la vulnerabilidad del acuífero es calificada por la Dirección general de Aguas como alta, 

solo se podrá disponer residuos líquidos mediante infiltración, cuando la emisión sea de 

igual o mejor calidad que la del contenido natural del acuífero”.  

 

5.  Sin embargo, existen antecedentes que han sido aportados en el presente 

procedimiento, que cuestionan lo señalado por la DGA respecto al contenido natural del 

acuífero y su calificación como de vulnerabilidad alta. En efecto, Maltexco aportó en los 

reportes de avance y en el reporte final del PdC, la planilla Excel “Históricos Parámetros” 

(contenida en el Anexo N° 15 del Reporte Final del PdC), en la cual se presentan los 

resultados de las mediciones efectuadas por Maltexco en un pozo aguas arriba del punto de 

infiltración del Ril, con el objeto de entender cuál es el contenido natural real del acuífero. 
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Así, se construyó una tabla que muestra cómo la calidad natural real del acuífero de acuerdo 

a las mediciones del señalado pozo y que se muestran en la columna (c), exceden los 

parámetros del límite normativo (contenido natural del acuífero de acuerdo a la resolución 

1497 DGA (columna (d)): 

Tabla N° 1 

 

 

Por ejemplo, en el caso del parámetro sulfato, los valores de otros pozos de agua potable rural 

de la zona cercana a la planta son consistentes e incluso superiores con los mostrados por la 

planta Maltexco Talagante. 

Figura N° 1 
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El origen del estudio de vulnerabilidad del acuífero fue una exigencia derivada de la 

Declaración de Impacto Ambiental (RCA 476/2003), y que tal como consta en la tabla 

anterior, no refleja la situación actual de los parámetros en el acuífero (contenido natural en 

columna c)).  

 

Por otra parte, en relación a resoluciones de vulnerabilidad asociadas a otras empresas 

ubicadas en la provincia del Maipo, se observa que la única en que se resolvió que la 

vulnerabilidad es alta corresponde a Maltexco. Así, en verde están identificadas las empresas 

de vulnerabilidad baja, en amarillo las de vulnerabilidad media y en rojo las de vulnerabilidad 

alta (Maltexco). 

 

Figura N° 2 

 

 

 

De acuerdo a lo señalado, la RCA 476/2003, al establecer la infiltración conforme a lo 

declarado por la DGA en su resolución, constituye una condición de cumplimiento de 

parámetros no viables, tanto por la vulnerabilidad del acuífero como por los parámetros del 

contenido natural y, por tanto, el cumplimiento del mismo, es inferior al contenido natural 

actual y real del acuífero. Al respecto, resultaba por tanto evidente la dificultad para cumplir 

los parámetros.  
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Por otra parte, y en relación al contenido natural declarado por la Dirección General de Aguas 

(“DGA”), Maltexco ha sostenido reiterativamente dos discrepancias mayores, tanto en el 

desarrollo del PdC como en comunicaciones anteriores y posteriores con la autoridad. Estos 

dos puntos fueron:  

 

(i) Concentración de Aceites y Grasas: se exige un valor menor a 0,1 mg/l. Sin embargo, el 

DS 46 establece las normas de medición para todos los parámetros en este caso ·NCh 2313/6, 

Of 97, decreto supremo Nº 317 de 1997 del Ministerio de Obras Públicas: Aguas Residuales-

Métodos de análisis-Parte 6: Determinación de Aceites y Grasas. Dicho decreto establece un 

límite de detección de 2 mg/l.  De esta manera, los laboratorios acreditados informan 

usualmente valores <2,0 mg/l como límite tal cual indica la norma. En el programa de 

cumplimiento, a pesar de nuestros argumentos, se solicitó a Maltexco tener que acreditar un 

valor menor a 0,1 mg/l, lo cual, como se esperaba, fue imposible de cumplir para los 

laboratorios nacionales. De lo anterior se concluye que la exigencia es técnicamente 

imposible de medir, al menos con la tecnología con la que cuentan actualmente los 

laboratorios;  

 

(ii) Concentración de sulfatos: se exige un valor de sulfato de 120,9 mg/l, este valor 

supuestamente representa el contenido natural del acuífero. Sin embargo, el historial de 

análisis del agua extraída ha presentado siempre valores mayores de este parámetro. Esto ha 

ocurrido desde antes que se nos anuncie la RPM, siendo el valor promedio de 300 mg/l +- Y 

mg/l. Esto hace dudar de dicho valor que además muestra un comportamiento errático 

durante los años/estaciones, pero jamás acercándose al valor de 120,9 mg/l. Lo anterior se 

refuerza al considerar que en los registros de la DGA existen datos de estaciones de 

monitoreo de aguas subterráneas ubicadas aguas arriba, en la zona de Peñaflor, y el promedio 

del valor de sulfato es de 400 mg/l, lo que hace concluir que este parámetro es alto por 

naturaleza de las características de las aguas de la región y no por los resultados sobre los 

120.9 mg/l que ha tenido la empresa.  
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Por todo lo anterior, es que en al final del Capítulo II, y de acuerdo a lo que resuelva el 

Superintendente, se proponen como medidas adicionales a incluir como acciones del PdC, la 

elaboración de un nuevo estudio de vulnerabilidad del acuífero, en la medida que esta 

Superintendencia resuelva retrotraer el procedimiento de acuerdo a lo que se solicita. 

 

6.  Como se sabe, la SMA formuló cargos a Maltexco con fecha 11 de julio de 2016 por 

incumplimiento de su RCA 476/2003 y del DS 46/2002. Todos los señalados cargos tienen 

que ver con la situación antes descrita y la infiltración de riles, incluyendo el cargo N° 6 que 

tiene que ver con la falta de implementación de drenes lineales, que como revisaremos en el 

capítulo III no es efectivo, y por otra parte, una supuesta elusión al SEIA respecto al cargo 

N° 7, cuestión que tampoco es efectiva, como explicaremos en el mencionado capítulo, al no 

generarse efectos ambientales, por lo que dicho cambio no es de consideración.  

 

7.   Por su parte, Maltexo presentó un PdC dentro de plazo, el cual fue aprobado luego de 

un período extenso de tres rondas de observaciones por parte de la SMA. Dicho proceso 

fue extremadamente complejo, dada justamente la discusión planteada en los párrafos 

anteriores en cuanto a la imposibilidad de cumplimiento normativo del DS 46/2002. Es por 

ello que se incorporó al PdC una mejora tecnológica relevante, que correspondió al 

reemplazo de la caldera a carbón por un intercambiado de calor aire/gas que utiliza gas 

natural con la finalidad de cumplir con los parámetros de la normativa vigente.  Sin perjuicio 

de que con esta mejora tecnológica el cumplimiento de los parámetros debía de mejorar 

ostensiblemente, existían dudas por parte de Maltexco respecto a dicho cumplimiento, en 

relación a la situación descrita sobre el contenido natural del acuífero dada su vulnerabilidad 

alta, cuestión que fue descartada por la misma SMA, la cual exigió dicho cumplimiento, no 

estableciéndose al respecto alternativas ni periodos de transición para hacer seguimiento de 

los parámetros con la nueva tecnología.   

 

Es por ello que en la primera versión del PdC presentado por Maltexco, y sin perjuicio de las 

distintas medidas y acciones incorporadas, no se incluyó el señalado cumplimiento 

normativo, el cual fue exigido por la SMA como la acción 15 del PdC, la cual confunde 

acción y meta, y que quedó establecido como “Reportar el monitoreo del Ril en los 
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parámetros en la RPM con el fin de verificar el cumplimiento de la norma”. Al respecto, 

en la meta se estableció que: “Los monitoreos cumplen con los límites máximos permitidos 

por la RPM y DS 46”. Ello fue exigido en la Resolución 5 de la SMA en el procedimiento, 

esto es, la tercera resolución que se pronunciaba sobre el PdC presentado, y en la cual se 

estableció además en su Resuelvo II, que “en caso que el titular no cumpla cabalmente y 

dentro del plazo señalado precedentemente con las exigencias indicadas en los literales 

anteriores, el programa de cumplimiento se podrá rechazar y continuar con el 

procedimiento sancionatorio”.  

 

De acuerdo a lo anterior, existía una alta incerteza de que incluso con el cambio tecnológico 

que se incorpora por el PdC, los señalados parámetros se cumplirían, lo cual quedó reflejado 

fielmente en los distintos informes enviados a Maltexco a la SMA, los cuales para efectos 

del PdC, constituían medios de verificación. Dichos informes fueron siete en total, seis 

reportes de avance y un informe final (12 de septiembre de 2017; 17 de octubre de 2017; 21 

de noviembre de 2017; 28 de diciembre de 2017; 6 de febrero de 2018; 8 de marzo de 2018; 

y el Informe Final enviado el 14 de mayo de 2018, el cual en forma explícita señala en el 

punto 15 (acción y metas): “en el caso de sulfatos, en los que se mantiene resultados sobre 

la norma, se aprecia en tabla comparativa de anexo 15, que los valores de este elemento 

también es altos (sic) en el pozo de agua para el proceso de la compañía, por lo que se 

presenta alto naturalmente en el acuífero”). Todo ello en el marco del deber de asistencia al 

regulado por parte de la SMA, el cual y de acuerdo a la jurisprudencia de los Tribunales 

Ambientales, también se extiende al periodo de ejecución de los PdC.  

 

En este sentido, la hipótesis que planteaba la SMA, y que es reconocida en el considerando 

42 de la Resolución 6 que aprueba el PdC y que es coherente con el cargo N° 6, es que la 

superación de los parámetros presentes en el Ril es resuelta por el cambio tecnológico 

del reemplazo de la caldera a carbón por el intercambiador de calor que utiliza gas 

natural, lo “que conlleva a la eliminación total y definitiva del ril proveniente del lavado 

de gases”. Dicha hipótesis probó ser errónea, de acuerdo a los distintos informes enviados a 

la SMA. Sin embargo, y pese a estar en el periodo de ejecución del PdC y bajo la obligación 

de asistencia al regulado, la SMA no revisó esta situación, y finalmente declaró al PdC como 
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rechazado en cuanto a su ejecución. Ello, pese a que Maltexco cumplió con todas las medidas 

y acciones contemplados en el PdC, salvo justamente la acción 15 que confundió acción 

con meta y que fue exigida como se ha visto por la SMA, y que se declaró como 

“parcialmente cumplida”, cumpliéndose el resto de las acciones a cabalidad. Sin 

embargo, la SMA declaró incumplido el PdC con fecha 6 de julio de 2020, por la 

imposibilidad de cumplimiento normativo, tal como era previsible y dado el contenido 

natural del acuífero.  

 

8.  Resulta evidente que frente a esta situación, se debió haber incorporado en el señalado 

PdC, un estudio de vulnerabilidad del acuífero o un mecanismo alternativo para los riles que 

no significara infiltración, sino que su descarga a la red sanitaria. Sin embargo, el PdC fue 

aprobado sin dichas acciones, ya que supuestamente cumplía con el criterio de eficacia 

(cuestión que con los reportes enviados y pese a la mejor tecnológica implementada demostró 

ser errada). Con todo, la implementación del mecanismo de descarga a la red sanitaria 

fue ofrecido por Maltexco en sus descargos como “plan correctivo”, y fue implementado 

en forma voluntaria durante el procedimiento sancionatorio, informando de ello a la 

SMA hasta el momento en que estuvo operativo a través de escritos de Téngase Presente 

que constan en el expediente electrónico.  

 

Pese a ello, la SMA no consideró retrotraer el procedimiento para incorporar dicha medida 

al PdC y así hacer de este instrumento algo verdaderamente eficaz, y tampoco consideró este 

plan correctivo como el elemento central que finalmente le permitió a Maltexco dejar de 

infiltrar, y así poder cumplir con los objetivos y la regulación atingente al PdC aprobado y 

ejecutado. Así, lo que no se logró a través del PdC, se consiguió en forma voluntaria por 

Maltexco a través de este plan correctivo que permitió descargar en la red sanitaria. 

Sin embargo, este plan correctivo, de acuerdo a la resolución sancionatoria del 

Superintendente, fue incluido como si dicha medida fuera la que el PdC debiera haber 

incorporado, ignorando la medida aprobada por la SMA.  Así, en la página 70 de la 

resolución sancionatoria, ella es mencionada como medida idónea para calcular los costos 

retrasados, y en la página 121 de la resolución sancionatoria se describe la medida como 

apropiada para conceder una disminución de la multa. Lo anterior llama poderosamente la 
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atención, ya que al parecer la descarga de Riles a la red sanitaria era algo que la SMA 

vislumbraba como posible, sin perjuicio de lo cual nunca fue agregada formalmente al PdC, 

habiendo tenido la SMA tres oportunidades para hacerlo exigible a Maltexco.  

 

9.  Por otra parte, y tal como lo reconoce el PdC aprobado mediante Resolución 6 de la 

SMA en sus considerandos 30 y ss, no se visualizaron efectos ambientales producto de las 

distintas infracciones, señalándose respecto a ciertos cargos que la probabilidad de 

ocurrencia  en dichos acuíferos “no es alta, toda vez que los pozos de infiltración de Maltexco 

se encontrarían a 200 metros aproximadamente del nivel freático, permitiéndose una gran 

dilución de los parámetros, algunos de los cuales son biodegradables, por lo que serían 

diluidos por la acción de microorganismos presentes en el suelo. A su vez, cobra relevancia 

el que el agua de pozo de la empresa no sería utilizada para el consumo humano, y en base 

al Ordinario N° 567 de fecha 4 de mayo de 2016, de la Directora Regional de Aguas, en 

respuesta al Ordinario N° 686 de fecha 22 de abril de 2016, de esta SMA, no es posible 

sostener que Malterías Unidas S.A. sea la fuente única y directa aportante de carga 

contaminante al acuífero, puedo que existen diversas industrias en las cercanías”1.  

 

10.  De esta forma, podemos señalar que:  

 

(i)  El PdC fue incorrectamente aprobado;  

(ii)  No hubo efectos ambientales, por lo que siempre el bien jurídico protegido quedó a 

resguardo;  

(iii)  La SMA no cumplió su rol de asistencia al regulado durante la ejecución del PdC;  

(iv)  Todas las acciones del PdC fueron cumplidas salvo la meta de la acción 15 que 

confundió acción con meta; 

(v)  El cumplimiento normativo solo se logró con una medida adicional y voluntaria 

llevada a cabo por Maltexco, denominado Plan Correctivo y que permitió empezar a 

descargar los riles en la red sanitaria,  

 

 
1 Considerando 41 Res. Ex N 6 del Procedimiento Sancionatorio.  
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Sin embargo, y sin perjuicio de todo lo anterior, el resultado de todo este procedimiento, fue 

que el Superintendente sancionó a Maltexco con una multa de 1.947 UTA.  

 

En este sentido, cabe la pregunta acerca de si el PdC, en la forma como se aplicó en el caso 

de Maltexco, correspondió realmente a un incentivo al cumplimiento, o existió una 

desviación en todo este procedimiento que finalmente condujo a una multa.  

 

Tabla N° 2 

 

Cargo Acción Descripción de la acción Grado de 

cumplimiento 
1 1 Entregar registros de autocontroles de meses de julio a 

diciembre de 2014 y de enero a diciembre de 2015. 

Cumple 

 2 Capacitar sobre D.S 46/2000 MMA, RPM, 

RCA259/2000 y RCA 476/2003 a operadores y 

supervisores. 

Cumple 

 3 Realizar monitoreo de DBO5 y SS, debiendo cumplir 

limites normativos de DS 26/2002 MMA y otros. 

Cumple 

 4 Mantener los registros correctos a contar de agosto de 

2016, cumpliendo con DS 26/2002 MMA, RPM y otros. 

Cumple 

 5 Capacitar al nuevo personal a cargo de la gestión de 

RILES respecto a exigencias de mediciones y controles. 

Cumple 

2 12 Mantener un caudal de descarga de RILES máximo de 

350 m3/día, reduciendo la carga diaria contaminante. 

Cumple 

 14 Realizar monitoreo adiciones de hidrocarburos fijos, 

volátiles y totales en el punto de descarga y pozo. 

Cumple 

 15 Reportar monitoreo de Ril en los parámetros regulados 

en RPM con el fin de verificar cumplimiento de norma. 

Cumple 

parcialmente 

3 19 Elaboración de protocolo de trabajo para asegurar 

cumplimiento de DS 46/2002 MMA y otros. 

Cumple 

 20 Elaboración bitácora registro semanal con periodicidad 

limpieza y mantención planta riles y otros. 

Cumple 

4 21 Implementar mecanismos de control proceso por batch 

a fin de no superar límite diario caudal de descarga. 

Cumple 

5 22 El informe correspondiente a agosto 2015 ingresado a 

plataforma con retraso en septiembre 2015. 

Cumple 

6 23 Solicitud de antecedentes que componen Declaración de 

impacto ambiental RCA 426/2003. 

Cumple 

 24 Estudio de suelo con calidad y capacidad de infiltración 

actual. Estudio de construcción sistema drenes lineales.  

Cumple 

 25 Construcción nuevos drenes lineales, que considerara el 

diseño original de la planta de tratamiento. 

Cumple 

 26 Cierre definitivo de los 4 pozos de infiltración. Cumple 

7 6 Firma de contrato de abastecimiento de gas natural con 

proveedor Metrogas. 

Cumple 

 7 Compra de nuevo sistema de secado a gas natural. Cumple 



14 

 

 8 Fabricación de sistema de secado gas natural. Cumple 

 9 Traslado de equipo a planta Maltexco Talagante. Cumple 

 10 Reemplazo de caldera a carbón por un intercambiador 

de calor aire/gas que utiliza gas natural. 

Cumple 

 11 Instalación de sistema de secado a gas natural Cumple 

 13 Pruebas y puesta en marcha del sistema de secado a gas 

natural en la planta. 

Cumple 
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II. VICIOS O ILEGALIDADES DEL PROCEDIMIENTO LLEVADO A CABO 

POR PARTE DE LA SMA  

 

 

11.  De acuerdo al artículo 54 de la LOSMA, inciso 2°, y una vez emitido el dictamen, “el 

Superintendente podrá ordenar la realización de nuevas diligencias o la corrección de vicios 

de procedimiento, fijando un plazo para tales efectos, dando audiencia al investigado”. Ésta 

facultad con que cuenta el Superintendente de acuerdo a la ley, emana de la facultad privativa 

y exclusiva del Superintendente de “aplicar las sanciones” de acuerdo al artículo 4° literal 

h) de la LOSMA y artículo 7° inciso final del mismo cuerpo legal: “El Superintendente tendrá 

la atribución privativa e indelegable de aplicar las sanciones establecidas en la presente 

ley”.  

 

Así, el Superintendente se informa de la propuesta de sanción y de los antecedentes de la 

misma en el Dictamen que emitido por el fiscal instructor, es elevado al Superintendente en 

conjunto con sus antecedentes. Es justamente en este momento en que el Superintendente 

puede analizar el caso y los fundamentos del Dictamen, para así luego absolver al infractor 

o aplicar la sanción. Debido a lo anterior, es que el mismo artículo 54 establece el control 

jerárquico del Superintendente, al establecer la posibilidad de realizar nuevas diligencias o 

corregir vicios en el procedimiento. Como lo anterior en el presente caso no fue realizado, 

pese a que existían antecedentes robustos para hacerlo, es que venimos en reponer la 

resolución de sanción, para que a través del mencionado control jerárquico se retrotraiga el 

procedimiento de acuerdo a lo señalado en el petitorio.  

 

Por otra parte, el artículo 10 de la Ley N° 19.880 que actúa en forma supletoria, consagra el 

principio de contradictoriedad, estableciendo que “Los interesados podrán, en cualquier 

momento del procedimiento, aducir alegaciones y aportar documentos u otros elementos 

de juicio. Los interesados podrán, en todo momento, alegar defectos de tramitación, 

especialmente los que supongan paralización, infracción de los plazos señalados o la 

omisión de trámites que pueden ser subsanados antes de la resolución definitiva del asunto. 



16 

 

Dichas alegaciones podrán dar lugar, si hubiere razones para ello, a la exigencia de la 

correspondiente responsabilidad disciplinaria … En cualquier caso, el órgano instructor 

adoptará las medidas necesarias para lograr el pleno respeto a los principios de 

contradicción y de igualdad de los interesados en el procedimiento”. Cabe consignar que 

Maltexco no solo envió los reportes que probaban la problemática ya mencionada, sino que 

permanentemente a través de escritos de Téngase Presente, fue informando a la SMA la 

implementación del Plan Correctivo voluntario no recogido por ella, hasta la operatividad de 

la conexión a la red sanitaria.  

 

12.  A continuación pasaremos a enumerar y explicar los distintos vicios procedimentales, 

y, por tanto, ilegalidades, en que se incurrió en el procedimiento sancionatorio, y que 

responden a la falta de motivación administrativa de las distintas resoluciones de la SMA, y 

que también corresponden a ilegalidades que puede conocer el Segundo Tribunal Ambiental.  

 

Como resulta evidente, la oportunidad procesal más idónea resultaba la reposición y 

reclamación judicial a la resolución de la SMA que declaró como incumplido el PdC, la cual, 

de conformidad a la jurisprudencia de los Tribunales Ambientales, corresponde a un acto 

tramite cualificado que también es de gravamen2. Sin embargo, y tal como se mencionó en 

los descargos de esta parte, en la página 5, “debido a las medidas sanitarias adoptadas por 

mi representada producto de la pandemia nuevo Coronavirus (Covid-19), consistentes en el 

trabajo remoto (teletrabajo), modificación de los sistemas de turnos para el personal que 

trabaja en la Planta y las medidas de cuidado entre los trabajadores, adoptadas en razón de 

lo ordenado por la autoridad sanitaria en relación a los trabajos considerados esenciales, 

se produjo una descoordinación e la entrega de la correspondencia, lo cual impidió que mi 

representada tomase conocimiento oportuno de la notificación enviada por vuestra 

Superintendencia. De manera que, recién con fecha 12 de agosto de 2020, la carta 

certificada en que consta la notificación de la citada resolución me fue entregada y, en dicha 

fecha, la Sra. María Angélica Velarde se comunicó vía correo electrónico con la Sra. Fiscal 

instructora”. Es por ello que en dichos descargos, esta parte solicitó la notificación tácita a 

la fecha señalada, cuestión que lamentablemente no fue considerada por la SMA.    

 
2 Segundo Tribunal Ambiental, roles R- 207/2019 y R- 239/2020.  
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13.  Primer vicio del procedimiento: errónea aprobación del PdC.  

 

Tal como se señaló en el primer capítulo, el PdC fue erróneamente aprobado por parte de la 

SMA a través de la Res. 6 de fecha 26 de julio de 2017, por cuanto no se cumplían al respecto 

los criterios de aprobación para un programa de cumplimiento establecidos en el artículo 9° 

del DS 30/20123, esto es, integridad y eficacia. Al respecto, se debió haber incorporado 

como medida idónea sugerida por la SMA y en base a su obligación de asistencia al regulado, 

la descarga de riles a la red sanitaria, una vez que se haya llevado a cabo la mejora tecnológica 

del reemplazo de la caldera a carbón por el intercambiador. Sin embargo, y tal como ya se ha 

señalado, la hipótesis manifestada por la SMA era que dicha mejora tecnológica, al eliminar 

el Ril del lavado de gases de la caldera a carbón, iba a permitir el cumplimiento normativo 

del DS 46/2002. Sin embargo, ello no se verificó en la realidad y a la época de discusión del 

PdC, era previsible que dicho cumplimiento no era viable, tal como se señaló en el Informe 

Final y en las distintas reuniones de asistencia.  

 

El criterio de integridad (letra a) del artículo 9° del DS 30/2012, indica que el programa de 

cumplimiento debe contener acciones y metas para hacerse cargo de todas y cada una de las 

infracciones en que se ha incurrido. Sin embargo, el PdC aprobado no contempló la medida 

de descarga de los riles a la red sanitaria, sin perjuicio que después ello fue llevado a cabo 

por Maltexco en forma voluntaria.  

 

Por otra parte, el criterio de eficacia, establecido en el literal b) del artículo 9° del DS 

30/2012, y que indica que las acciones y metas del Programa deben asegurar el cumplimiento 

de la normativa infringida. Dicho criterio, en base al seguimiento e informes enviados a la 

SMA, se probó que no se cumplía, ya que las acciones contempladas en el PdC no eran 

eficaces en términos del cumplimiento normativo, ya que la hipótesis de la SMA probó no 

ser correcta.  

 

 
3 Aprueba Reglamento sobre programas de Cumplimiento, autodenuncia y planes de reparación (Ministerio del 

Medio Ambiente) 
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De acuerdo a lo señalado, la SMA incurrió en un vicio al aprobar el PdC sin exigir la 

incorporación de acciones que fueran idóneas en términos de permitir el cumplimiento 

normativo, ello en base a la obligación de asistencia al regulado de la SMA y la forma como 

esta, una vez presentados los PdC, exige perentoriamente la incorporación de nuevas 

acciones a los PdC bajo “sanción” de que el PdC se tendría por rechazado.  

 

Con todo, y una vez que el PdC fue aprobado y que la SMA empezó a recibir los informes 

de seguimiento, la SMA podría haber resuelto retrotraer y abrir el PdC a objeto de incorporar 

la acción de descargar a la red sanitaria. Sin embargo, no lo hizo, pese a los sucesivos 

informes de Maltexco en que le reportaba esta materia. 

 

14.  Segundo vicio del procedimiento: no haber solicitado informe al Servicio de 

Evaluación Ambiental ni haber requerido el ingreso al SEIA, en relación al cargo N° 7 

durante el procedimiento sancionatorio.  

 

En efecto, el cargo N° 7 de la formulación de cargos de la SMA de fecha 11 de julio de 2016, 

estableció la elusión por parte de Maltexco del SEIA, al señalarse que el proyecto habría sido 

modificado “al incorporar una nueva fuente de RILes, al sistema de tratamiento proveniente 

del lavado de gases de la caldera”. Ello habría incumplido el literal g3) del artículo 2° del 

Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (“RSEIA”) (DS N° 40 2012 

Ministerio del Medio Ambiente).  

 

El artículo 3° literal j) de la LOSMA, establece que la SMA ha de “requerir, previo informe 

del Servicio de Evaluación, mediante resolución fundada y bajo apercibimiento de sanción, 

a los titulares de Resoluciones de Calificación Ambiental, que sometan al Sistema de 

Evaluación de Impacto Ambiental, las modificaciones o ampliaciones de sus proyectos o 

actividades, que conforme al artículo 10 de la ley 19.300, requieran de una nueva Resolución 

de Calificación Ambiental”.  

 

Sin embargo, y tal como consta en el procedimiento, la SMA jamás solicitó el señalado 

informe al Servicio de Evaluación Ambiental (“SEA”), y tampoco requirió el ingreso al SEIA 
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de la supuesta modificación de proyecto, incluso bajo apercibimiento de multa. En este 

sentido, sin el señalado informe, no se debió haber acreditado el señalado cargo.  

 

15. Tercer vicio del procedimiento: no haber cumplido la SMA su obligación de 

asistencia al regulado respecto a Maltexco. 

 

El literal u) del artículo 3° de la LOSMA establece el deber de la SMA de “proporcionar 

asistencia a sus regulados para la presentación de planes de cumplimiento o de reparación, 

así como para orientarlos en la comprensión de las obligaciones que emanan de los 

instrumentos individualizados en el artículo 2° de esta ley”.  

 

Al respecto, el Segundo Tribunal Ambiental, en sentencia recaída en causa rol R-239/2020, 

señaló en el considerando sexagésimo primero, que:  

 

“la SMA debe proporcionar asistencia a los regulados tanto en la presentación de los PdC 

como en su ejecución, pues el cumplimiento de tales instrumentos se encuentra bajo sus 

potestades de fiscalización. Asimismo, en la asistencia al regulado y en el seguimiento de la 

ejecución de los PdC, la SMA debe observar el principio de buena fe que rige la ejecución 

de estos instrumentos, así como el de protección de la confianza legítima que debe observar 

la administración en sus procedimientos”.   

 

Por otra parte, en el considerando sexagésimo segundo, el Tribunal señala:  

 

“Que, sobre el particular, este Tribunal ha resuelto previamente que: “Cuando se trata de 

un PdC, el deber de asistencia al cumplimiento implica para la SMA la obligación de 

orientar al presunto infractor a fin de darle directrices que le permitan preparar y presentar 

un PdC que garantice volver a un estado de cumplimiento de la normativa ambiental, ya sea 

mediante reuniones u otras instancias que sirvan a tales efectos. Si bien el objetivo de ellas 

es avanzar en la concreción de un PdC, las orientaciones entregadas por la SMA deben decir 

relación con los elementos estructurales del mismo, reservando el detalle a la propuesta 

escrita que le sea sometido formal y subsecuentemente. En otras palabras, las instancias de 
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asistencia al cumplimiento deben estar gobernadas por la buena fe de ambas partes, pero es 

resorte del infractor hacer suyas las recomendaciones de la SMA y plasmarlas en una 

propuesta conducente e integral (Segundo Tribunal Ambiental, Rol R N° 160-2017, de 21 de 

agosto de 2018, c 49)””.  

 

De acuerdo a lo ya señalado, la SMA no solo incumplió este deber en el periodo de 

preparación del PdC, en que debió haber generado “directrices que le permitan preparar y 

presentar un PdC que garantice volver a un estado de cumplimiento de la normativa 

ambiental”, sino que también en el periodo de ejecución del PdC, al haber recibido los 7 

informes por parte de Maltexco, en los cuales existía una superación de norma.  

 

16. Cuarto vicio del procedimiento: desnaturalización o desviación de la finalidad 

del procedimiento, incluyendo los objetivos de un PdC, afectando también la confianza 

legítima del administrado y el actuar de buena fe. Todo ello fundado en la falta de 

motivación o fundamentación del acto administrativo terminal de sanción. 

 

La doctrina de la desviación de poder se refiere a una potestad formal asignada a cierto 

órgano, pero ejercida desviada de sus fines o del espíritu de la ley que la otorga. En otras 

palabras, es el ejercicio de potestades administrativas para fines distintos de los fijados por 

el ordenamiento jurídico. La sanción a la desviación de poder, es la invalidez del acto 

administrativo. Esta doctrina encuentra asidero normativo en los artículos 6 y 7 de la 

Constitución Política de la República, así como en la jurisprudencia de la Excma. Corte 

Suprema y en dictámenes de Contraloría General de la República. Para examinar si existe 

desviación de poder lo primero es determinar cuál es el “fin” de una cierta potestad; en otras 

palabras, definir cuál es el interés público tras la actividad administrativa.  

 

Al respecto, resulta de suma utilidad revisar la Historia de la Ley N° 20.417, LOSMA, 

específicamente el respectivo Mensaje del Ejecutivo: 

 

“Una de las ideas centrales sobre las cuales descansan los sistemas de fiscalización 

ambiental en los países con buenos desempeños ambientales, es su utilidad para generar 
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incentivos al cumplimiento. Hoy el modelo chileno actúa precisamente en sentido inverso. 

En efecto, es un sistema que carece de la definición de adecuados programas de 

fiscalización, de metodologías públicamente conocidas, con énfasis en la sanción y en la 

fiscalización en terreno, sin modelos de integración, ni siquiera para los instrumentos de 

expresión multisectorial, como es el caso del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, 

Planes y Normas.  

 

El éxito de un buen sistema de regulación ambiental se basa en incorporar incentivos 

adecuados para el cumplimiento de la legislación, considerando los factores asociados a 

su ciclo. Éste último contempla consideraciones en materia de cumplimiento desde el 

momento de creación de la regulación, pasando por el diseño de instrumentos de aplicación 

de las nuevas regulaciones hasta los sistemas sancionatorios4”. 

 

De esta forma, la LOSMA tiene como objeto, más que el énfasis en la sanción, el 

cumplimiento regulatorio, para lo cual incorporó el instrumento de los “programas de 

cumplimiento”. Así, el buen éxito en la gestión de la SMA no se configura por el monto de 

las multas, sino que por la forma como esta institución incentiva el cumplimiento ambiental, 

lo cual además se condice mejor con el bien jurídico protegido, esto es, la protección 

ambiental.  

 

Sin embargo, si se observa detenidamente la forma como la SMA ha actuado en el presente 

procedimiento, no cabe duda de que ella estuvo guiada más por la lógica de sancionar y 

multar, que por la del cumplimiento ambiental. En efecto, tal como ya se ha explicado, y pese 

al actuar de buena fe de Maltexco y la confianza legítima que en esta empresa le generaba el 

actuar de la SMA, tanto en la tramitación de la aprobación del PdC, como en su posterior 

ejecución, la SMA faltó en su deber de asistencia al regulado. Así, no se incorporó como 

acción, la descarga de riles a la red sanitaria, pese a las dudas que Maltexco le señaló respecto 

al contenido natural del acuífero y las posibilidades reales de cumplir con la Norma del DS 

46/2002. Por otra parte, tampoco durante la ejecución del PdC y pese a los sucesivos reportes 

e informes enviados, la SMA no reencausó el PdC, para que este efectivamente apuntara al 

 
4 Biblioteca del Congreso, Historia de la Ley 20.417, p. 13.  
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cumplimiento normativo. Con todo, y en los descargos, Maltexco ofreció dicha medida, la 

cual fue cumplida e informada a la SMA a través de escritos de Téngase Presente, en forma 

previa a la imposición de la sanción por parte del Superintendente.  

 

Toda esta situación relatada, y de acuerdo a los criterios y requisitos establecidos por el 

Segundo Tribunal Ambiental, correspondería a una situación ilegal y en que se da expresa 

respuesta por parte de dicho Tribunal al argumento esgrimido por la SMA de que “en el 

momento en que una infractora compromete en un PdC [una acción], es ella la que asume 

la responsabilidad de que dicha evaluación culmine con ese resultado”5.  

 

Para ello, dicho Tribunal ha generado una serie de criterios:  

 

(i)  En primer lugar, se requiere la debida diligencia por parte del infractor en el 

cumplimiento del PdC.  

 

En efecto, el infractor “debe realizar esfuerzos significativos para el cumplimiento”6. 

Respecto al caso de Maltexco, ello se aprecia en el nivel de cumplimiento prácticamente 

total, según la SMA, de todas las acciones contenidas en el PdC, salvo justamente la acción 

que, confundiéndose con la meta, exigía el cumplimiento normativo del DS 46/2002. 

Además, ello se aprecia en todos los reportes enviados por Maltexco a la SMA. 

 

(ii)  En segundo lugar, razonabilidad en la ponderación del cumplimiento de los PdC, 

y análisis del caso concreto.  

 

Así, “la SMA deberá determinar si las obligaciones contenidas en el plan de acciones y metas 

del PdC han sido cumplidas en el caso concreto, teniendo presente la eventual ocurrencia 

de impedimentos o la verificación de los supuestos que impliquen un retraso o demora en la 

ejecución de las acciones, analizando y ponderando los antecedentes remitidos por el 

administrado mediante los reportes periódicos, así como otros mecanismos que se 

 
5 Considerando Vigésimo octavo, Segundo Tribunal Ambiental Rol R. 207-2019 
6 Considerando Trigésimo quinto, Segundo Tribunal Ambiental Rol R. 207-2019 
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encuentren contemplados en su plan de seguimiento o aquellos que se encuentren en el 

expediente administrativo”7.  

 

Por otra parte, “el ejercicio de las potestades de fiscalización y sanción de la SMA, en cuyo 

contexto se encuentran los PdC y la ponderación de su cumplimiento, debe realizarse en 

forma razonable, no pudiendo limitarse al solo contraste formal entre las obligaciones 

supuestamente infringidas y los hechos. Igualmente, la Contraloría General de la República 

ha destacado que la potestad sancionatoria debe ser ejercida con la debida racionalidad, de 

manera que la constatación entre los hechos y la obligación incumplida no puede ser 

meramente formal”8. De esta forma, “la ponderación del cumplimiento de un PdC debe 

efectuarse a la luz de su doble objetivo, bajo el principio de razonabilidad y considerando 

los antecedentes remitidos por el administrado en el caso concreto”9.  

 

En relación al caso específico de Maltexco, dicha ponderación y análisis del caso concreto 

(relacionar el incumplimiento normativo con el contenido natural del acuífero), nunca se 

produjo, habiendo tenido la SMA las oportunidades para tratar el tema y reencausar el 

contenido y ejecución del PdC. 

 

(iii)  En tercer lugar, que se configure confianza legítima.  

 

Uno de los principios generales del Derecho Administrativo moderno es el principio de 

confianza legítima. Este consiste en el amparo que debe dar el juez al ciudadano frente a la 

Administración, la que como ha venido actuando de una determinada manera, lo seguirá 

haciendo de esa misma manera en lo sucesivo y bajo circunstancias similares. En nuestro 

ordenamiento, el principio de confianza legítima se desprende de los elementos esenciales 

del Estado de Derecho (arts. 5, 6, 7 y 8 Constitución Política de la República (“CPR”)) y de 

la seguridad jurídica (art. 19 N° 26 CPR). Está relacionado con la doctrina de la buena fe y 

los actos propios (venire contra factum propium non valet) en el ámbito del Derecho Público.  

 
7 Considerando Trigésimo primero, Segundo Tribunal Ambiental Rol R. 207-2019 
8 Considerando Trigésimo cuarto, Segundo Tribunal Ambiental Rol R. 207-2019 
9 Considerando Trigésimo séptimo, Segundo Tribunal Ambiental Rol R. 207-2019 
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También se conecta con el principio de que la Administración no puede obtener beneficios 

de sus errores o torpeza: nemo auditur propriam turpitudinem allegans. 

 

Al respecto, dicho Tribunal ha establecido que “el reconocimiento de un principio o regla de 

protección de la confianza legítima produce como efecto la imposición de determinados 

deberes específicos al actuar administrativo. Tales deberes son: deber de actuación 

coherente … deber de anticipación o anuncio del cambio de conducta … deber de otorgar 

un plazo para el conocimiento o plazo de transitoriedad …”10.  

 

“Que, adicionalmente, la inactividad de la administración ha generado confianza legítima 

en el administrado, quien continuó ejecutando las acciones del PdC y dando cuenta de ello 

periódicamente a la SMA en diversas actuaciones, sin que ésta representara o emitiera 

pronunciamiento alguno al respecto”11.  

 

Todo lo anterior resulta muy evidente en relación a los distintos reportes enviados por 

Maltexco a la SMA que dan cuenta del problema de superación normativa.   

 

17.  Quinto vicio del procedimiento: la consideración y relevancia hecha por la SMA 

del cumplimiento de metas más que del cumplimiento de acciones y medidas de un PdC.  

 

Tal como lo ha señalado el Segundo Tribunal Ambiental, lo relevante en términos de 

cumplimiento de los PdC, tiene que ver con la debida diligencia del infractor. Es por ello 

llama la atención la situación de Maltexco, en que pese a la ejecución de todas las acciones 

en forma satisfactoria, no se llegó a los resultados esperados,  

 

En efecto, y tal como sucede en el SEIA, los PdC contienen una especie de evaluación 

predictiva relacionada con la forma como van a funcionar a futuro determinadas acciones y 

medidas. En este sentido, es una proyección, una modelación o predicción, la cual a veces  

podría fallar, en la medida en que la hipótesis finalmente no pudo comprobarse durante la 

 
10 Considerando sexagésimo primero, Segundo Tribunal Ambiental Rol R. 207-2019 
11 Considerando Cuadragésimo quinto, Segundo Tribunal Ambiental Rol R. 239-2020 
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ejecución de la acción o medida. Al respecto, por tanto, podría perfectamente hacerse un 

símil con la institución de los “impactos no previstos” o revisión de las RCAs a través del 

artículo 25 quinquies de la Ley 19.300, cuando las variables ambientales no evolucionen de 

la forma prevista.  

 

Con todo, en el marco del SEIA, este tipo de situaciones no son consideradas 

incumplimientos, sino que permiten a través del procedimiento de revisión de las RCAs, 

incorporar nuevas medidas ambientales que se hagan cargo del señalado impacto no previsto.    

 

Es por ello, en base a lógicas ambientales, que no se entiende la forma cómo la SMA enfrentó 

este tema, ya que al acreditarse la superación normativa luego de implementado el cambio 

tecnológico, la SMA debió haber procedido a revisar el PdC aprobado, tal como ocurre con 

las RCAs en virtud del procedimiento establecido en el artículo 25 quinquies de la Ley N° 

19.300.  

 

18.  Por todas las razones expuestas que configuran una serie de ilegalidades del 

procedimiento sancionatorio, es que solicitamos que se deje sin efecto la Resolución 

Recurrida, retrotrayéndose el procedimiento a la etapa de emisión del Dictamen por parte del 

Fiscal Instructor, para que de conformidad al artículo 54 de la LOSMA, el Superintendente 

adopte alguna de las siguientes decisiones que se mencionan en el petitorio, especialmente la 

de ordenar la corrección de los vicios de procedimiento, retrotrayéndolo a efectos de lo 

siguiente: 

 

(i) Para que se declare la ejecución satisfactoria de las acciones y metas del Programa de 

Cumplimiento, incluyendo el plan correctivo señalado en los Descargos de esta parte y cuya 

ejecución fue acreditada en sucesivos téngase presente; o 

 

(ii) Para que se declare aprobado el Programa de Cumplimiento presentado por Maltexco, 

incluyéndose de oficio por parte de la Superintendencia como medida, el plan correctivo 

señalado en los Descargos presentados por esta parte; o 
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(iii) Para que se hagan observaciones al Programa de Cumplimiento presentado por 

Maltexco, con la finalidad que se incluya en el mismo el plan correctivo señalado en los 

Descargos presentados por esta parte o incluso considerándose incorporar otras medidas 

adicionales.  

 

En relación a estas medidas adicionales, y dada su relevancia respecto a la discusión 

planteada en esta presentación y los objetivos estratégicos de Maltexco, se proponen las 

siguientes medidas adicionales para ser discutidas con la autoridad en el marco del PdC: 

 

a)  Disponer de un porcentaje de nuestras aguas tratadas para riego, tanto para el uso de 

la comunidad, como dentro de la propia empresa. El volumen a destinar para estos efectos 

puede ser hasta la totalidad del mismo, dependiendo de lo que determine la autoridad.  

 

b)  Evaluar la realización de un nuevo estudio de vulnerabilidad del acuífero, financiado 

por Maltexco, con la finalidad de despejar a incertidumbre planteada.   

 

c)  Aumentar la frecuencia de nuestros monitoreos de olores. Se propone llevarlos a una 

frecuencia semanal. Si bien confiamos en que nuestros procedimientos y controles permitirán 

un adecuado funcionamiento de nuestros procesos de tratamiento de aguas, esta medida 

permitirá mejorar el monitoreo de tal forma que, en el poco probable caso que exista alguna 

desviación, tomar las medidas de manera oportuna.  
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III. INEXISTENCIA DE RESPONSABILIDAD INFRACCIONAL DE   

MALTEXCO EN MATERIA AMBIENTAL 

 

 

19.  En subsidio de lo señalado en el capítulo II, alegamos que la Resolución Recurrida 

incurre en sendos errores al analizar cada uno de los cargos que fueron acogidos, pues no se 

configuran los elementos requeridos para que exista responsabilidad infraccional de 

Maltexco. 

 

20.  El derecho administrativo sancionador es una manifestación del ius puniendi del 

Estado. Por lo mismo, su ejercicio está afecto mutatis mutandi a los principios, límites y 

garantías -procesales y sustantivas- del derecho penal. Ello ha tenido reconocimiento 

normativo muy especialmente en la LOSMA, y también en la jurisprudencia.12 Así las cosas, 

y resumiendo algunos conceptos, para que exista responsabilidad infraccional en materia 

ambiental deben reunirse los siguientes elementos: 

 

i. Hecho. El particular sancionado debe haber desplegado un acto, o como ocurre 

generalmente en el sancionatorio ambiental, incurrido en la omisión de una conducta 

expresamente ordenada en la normativa.  

ii. Tipicidad. El hecho debe subsumirse en alguno de los ilícitos infraccionales del 

catálogo del artículo 35 de la LOSMA. A su vez, cada tipo infraccional se compone 

de elementos objetivos (p.ej. verbo rector, resultado, causalidad) y elementos 

subjetivos, descritos en normas reglamentarias. Adicionalmente, habrá que distinguir 

en cada tipo infraccional si la estructura es de tipo culposo (negligencia), o bien, un 

tipo de omisión (incumplimiento de un deber).    

iii. Antijuridicidad. El hecho típico debe ser, además, antijurídico, sin que se presenten 

causales de justificación de la conducta (p.ej. cumplimiento de un deber). 

iv. Culpabilidad. La sanción sólo puede aplicarse contra un infractor que ha actuado 

manera dolosa o culposa. 

 
12 P.ej. Excma. Corte Suprema, Rol 11.600-2014. 
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21.  En la especie, la SMA formuló y acogió siete cargos contra Maltexco, todos ellos 

respecto la supuesta infracción del artículo 35 letra a) de la LOSMA. El artículo 35 letra a) 

dispone lo siguiente: 

 

“Artículo 35.- Corresponderá exclusivamente a la Superintendencia del Medio Ambiente el 

ejercicio de la potestad sancionadora respecto de las siguientes infracciones: 

a) El incumplimiento de las condiciones, normas y medidas establecidas en las resoluciones 

de calificación ambiental”.  

 

22.  En relación con el principio de tipicidad, la Excma. Corte Suprema ha declarado que: 

 

“…debe entenderse que la predeterminación de los comportamientos que configuran 

infracciones administrativas se satisface con la exigencia que en la ley se describa el núcleo 

esencial de las conductas censurables, pudiendo estas precisarse y complementarse en 

aspectos no sustanciales por normas emanadas de una autoridad distinta a la legislativa, 

como es el Ejecutivo, por vía de decretos y reglamentos, en ejercicio de la potestad 

reglamentaria de ejecución que le compete” (destacado es nuestro).13 

 

Pues bien, el “núcleo esencial” de la conducta sancionada por el tipo infraccional del artículo 

35 letra a) de la LOSMA, es el incumplimiento de una RCA. Por lo mismo, en el análisis de 

cada uno de los cargos deben aplicarse los criterios de interpretación propios de una RCA, 

como su contexto, texto y finalidad, entre otros, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 

81 letra g) de la LBMA.14  

 

23.  A continuación explicaremos por qué no concurren los elementos de la 

responsabilidad infraccional -en ninguno de los siete cargos- respecto a Maltexco. Veamos: 

 

 

 
13 E.C.S. Rol 2968-2010, c. 19°; E.C.S. Rol 41.815-2016, c. 34°. 
14 E. Carrasco, “La interpretación de la resolución de calificación ambiental”, RCHD, Vol.41 N°.2, 2014 
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(3.1) Infracción del artículo 42 inciso 6° de la LOSMA 

 

24.  La Resolución Recurrida debe ser dejada sin efecto pues contraviene expresamente 

el artículo 42 inciso 6° de la LOSMA, en relación con el artículo 2 letra a) del D.S. N° 

30/2012. En efecto, Maltexco debió ser absuelto -a lo menos- de los cargos N° 1, 3, 4, 5, 6 y 

7. Las potenciales infracciones fueron subsanadas por la ejecución satisfactoria de las 

acciones y metas del PdC comprometidas para cada cargo.  

 

25.  El artículo 42 inciso 6° de la LOSMA dispone lo siguiente:  

 

“Cumplido el programa dentro de los plazos establecidos y de acuerdo a las metas fijadas 

en él, el procedimiento administrativo se dará por concluido”.  

 

Al respecto, la doctrina sostiene que el cumplimiento de un PdC es una forma extraordinaria 

de poner término al procedimiento sancionatorio.15 En igual sentido, el Tribunal Ambiental 

(2°) ha declarado que “procedimentalmente, el programa de cumplimiento es una forma 

anormal de terminar el procedimiento administrativo sancionador”.16 Así las cosas, un 

destacado autor explica que el efecto cardinal de la ejecución satisfactoria del PdC es la 

“finalización del procedimiento sancionatorio, sin imposición de sanción alguna”.  

 

La ejecución satisfactoria de las acciones del PdC produce varios efectos relacionados: por 

un lado, extingue la acción sancionatoria;17 por otro lado, impide la determinación de 

culpabilidad.18 Además, puede decirse que impide la configuración del tipo infraccional 

 
15 Rodrigo Guzmán, Derecho Ambiental Chileno. Principios, instituciones e instrumentos de gestión. Santiago. 

Planeta Sostenible, 2012, p.213. 
16 S2TA, Rol Nº 68-2015, Considerando 22° 
17 El efecto de la ejecución satisfactoria de las acciones de un PdC es asimilable al efecto del cumplimiento de 

las condiciones impuestas al imputado en la suspensión condicional del procedimiento en materia penal: se 

extingue la acción penal, debiendo el tribunal dictar de oficio o a petición de parte el sobreseimiento definitivo, 

según lo dispuesto en el artículo 240 del Código Procesal Penal. 
18 Valeria Lübbert Álvarez, La suspensión condicional del procedimiento, Memoria de prueba. Profesor Guía: 

Cristian Maturana Miquel. Santiago, 2007: “La suspensión condicional del procedimiento es un mecanismo 

procesal en que no hay formación de culpabilidad. Efectivamente, lo que se evita con ella es el proceso en que 

se determina la culpabilidad…”, p. 55. 
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(ausencia de tipicidad), ya que evita la amenaza o lesión del bien jurídico protegido. En 

consecuencia, no cabe duda que la ejecución satisfactoria de las acciones y metas 

comprometidas en el PdC impide -respecto de cada cargo- establecer la responsabilidad 

infraccional.  

 

26.  En ese sentido, el considerando 471° de la Resolución Recurrida incurre en un 

error, al declarar que bastaría la ejecución insatisfactoria de una sola de las acciones y metas, 

para que la ejecución satisfactoria de todo el resto de las acciones y metas comprometidas 

deban ser desestimadas. Aquella interpretación transgrede el texto y sentido del artículo 2 

letra a) del D.S. N° 30/2012, y contraviene la finalidad esencial de un PdC, cual es, el 

incentivo al cumplimiento y la subsanación de infracciones, sin necesidad de imponer 

sanciones administrativas.  

 

En efecto, el artículo 2 letra a) del D.S. N° 30/2012 dispone lo siguiente: 

 

“Artículo 2.- Definiciones. Para efectos del presente Reglamento, se entenderá por: 

 (…)  

c) Ejecución satisfactoria: Cumplimiento íntegro, eficaz y oportuno de las acciones y metas 

del programa de cumplimiento, o de los objetivos y medidas del plan de reparación, según 

corresponda, debidamente certificado por la Superintendencia” (subrayado es nuestro) 

 

27.  Como se observa, el reglamento define “ejecución satisfactoria” como una 

calificación jurídica que puede predicarse específicamente respecto de cada una de las 

“acciones y metas” del PdC. No es una calificación que se predique del PdC en su totalidad. 

Si esa hubiera sido la intención del regulador, habría usado la palabra “todas” y no la frase 

“de las” acciones y metas. Así, es posible calificar la ejecución satisfactoria de cada acción 

y meta individualmente. Lo anterior es coherente con la finalidad del PdC. Permite la 

posibilidad de que, no habiéndose ejecutado satisfactoriamente alguna de las acciones y 

metas del PdC, se reinicie el procedimiento sancionador, pero sólo respecto de aquellos 

cargos que no hayan sido subsanados. De lo contrario, no habría incentivos al cumplimiento 

pues bastaría una acción y meta insatisfactoria para ser multado por el todo. Por lo tanto, 
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según el tenor literal del artículo 2 letra c) referido y finalidad legal de los PdC, el 

considerando 471° incurre en un error de derecho. 

 

28.  Dicho lo anterior, los considerandos 118°, 138°, 146°, 155° y 165° de la Resolución 

Recurrida incurren en un error al soslayar los efectos de la ejecución satisfactoria de las 

acciones y metas comprometidas para esos cargos, y que, por lo mismo, sí tienen el efecto de 

subsanar la infracción imputada.  

 

El mismo razonamiento (erróneo) se repite para el análisis de cada uno de los cargos. Sólo a 

modo ejemplar -pues el considerando es siempre idéntico- el considerando 165° declara lo 

siguiente: 

 

“…cabe hacer presente que el grado de cumplimiento de las acciones del PDC asociadas a 

este cargo, no obsta el haber incurrido en el hecho infraccional durante el período imputado. 

Sin perjuicio de lo anterior, en razón de lo dispuesto en el artículo 40 letra g) de la LOSMA, 

esta Superintendencia tendrá en consideración el grado de ejecución del PDC implementado 

por Maltexco, al determinar la sanción específica aplicable, según se detallará en la Sección 

VIII.D. de la presente resolución” (subrayado es nuestro). 

 

Como es evidente, la Resolución Recurrida contraviene expresamente el artículo 2 letra a) 

del D.S. N° 30/2012.   

 

29.  Además, ello es contradictorio con el considerando 472° de la propia Resolución 

Recurrida, el cual reconoce la ejecución satisfactoria de todas y cada una de las acciones del 

PdC asociadas a los cargos N° 1, 3, 4, 5, 6 y 7. Así, hay una contradicción en la lógica interna 

de la Resolución Recurrida. Por un lado, para aminorar el monto de la multa se reconoce el 

hecho de la ejecución satisfactoria de cada una de las acciones y metas según fueron 

comprometidas en cada cargo; pero, por otro lado, no se reconoce la misma ejecución 

satisfactoria para entender por subsanadas las respectivas infracciones, conforme al artículo 

42 inciso 6° de la LOSMA, en relación con el artículo 2 letra a) del D.S. N° 30/2012. Aquel 

criterio de interpretación de la Resolución Recurrida infringe el principio in dubio pro 
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administrado.19  Ya que, existiendo una interpretación del artículo 2 letra a) del D.S. N° 

30/2012 más favorable al administrado, esta SMA la ha dejado de lado para darle, en cambio, 

una aplicación en un sentido menos favorable a Maltexco.   

 

30.  Dicho lo anterior, cabe recordar que el cumplimiento de la mayoría de las acciones 

del PdC, ha sido reconocido previamente por esta SMA en la Resolución Exenta SMA N° 

8 D-038-2016 de fecha 6 de julio de 2020. En efecto, los considerandos 23°, 30°, 34°, 36°, 

45°, 46°, 47°, 50°, 52°, 54°, 55°, 56°, 57° y 58° declara la ejecución satisfactoria de las 

acciones N° 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 13, 14, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25 y 26 

del PdC. La Resolución Exenta SMA N° 8 declaró la falta de ejecución satisfactoria 

únicamente respecto de las acciones N° 12 y N° 15 del PdC, y el cumplimiento parcial de la 

acción N° 21.20 

 

Sin embargo, la controversia respecto el cumplimiento de las acciones N° 12, 15 y 21 del 

PdC, queda despejada luego de los Descargos de Maltexco. Y así lo reconoce la Resolución 

Recurrida. 

 

En efecto, los considerandos 440° a 445° de la Resolución Recurrida realizan un análisis del 

grado de cumplimiento de la acción N° 12 del PdC, concluyendo que “debió evaluarse de 

manera conforme” (considerando 444°), y en consecuencia, se declara que “se acreditó el 

cumplimiento de la acción comprometida” (considerando 445°). Así las cosas, la acción N° 

12 del PdC también fue ejecutada satisfactoriamente, y ello es reconocido expresamente por 

la Resolución Recurrida. 

 

31.  Lo mismo sucede respecto la acción N° 21. El considerando 470° de la Resolución 

Recurrida declara expresamente que “la ejecución de dicha acción debió evaluarse de 

manera conforme”. 

 

 
19 Excma. Corte Suprema, Rol N° 5.205-2021, de fecha 19 de julio de 2021. 
20 En este punto del análisis aparece otro error de la Resolución Recurrida. El considerando 438° resulta 

incompleto, al omitir reconocer que las acciones N° 13 y N° 14 del PdC también fueron ejecutadas 

satisfactoriamente. Aquel error sin duda debe enmendarse. 
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Lo anterior resulta suficiente para que la SMA absolviera a Maltexco de los cargos N° 1, 3, 

4, 5, 6 y 7. En efecto, las potenciales infracciones han sido subsanadas por la ejecución 

satisfactoria de cada una de las acciones y metas del PdC comprometidas para cada cargo, en 

los términos del artículo 2 letra a) del D.S. N° 30/2012 y del artículo 42 inciso 6° de la 

LOSMA. Ello extingue la acción sancionatoria, impide determinar la culpabilidad en cada 

caso, y provoca la ausencia de tipicidad. 

 

32.  Sin perjuicio de lo anterior, los considerandos 447° a 466° de la Resolución 

Recurrida, incurren también en un profundo error al analizar el grado de ejecución de la 

acción N° 15 del PdC. El error al examinar este asunto es que se omitió tomar en 

consideración la medida correctiva implementada por Maltexco para cesar la infiltración 

de Riles generados hacia el acuífero Talagante, y que, por lo mismo, subsana cualquier 

infracción (Plan Correctivo descargando los Riles a la red sanitaria). Nótese que la referida 

medida correctiva implementada por Maltexco fue estimada como “idónea y eficaz” para los 

efectos de cesar la afectación de la calidad del acuífero, según lo consigna el considerando 

426° de la Resolución Recurrida.  

 

33. En consecuencia, la Resolución Recurrida debe ser dejada sin efecto. La SMA debiera 

absolver a Maltexco en aquellos cargos donde se ejecutó satisfactoriamente las acciones y 

metas del PdC para subsanar cada uno de los cargos, lo que, a lo menos, debe aplicarse 

respecto los cargos N° 1, 3, 4, 5, 6 y 7.  

 

(3.2) Análisis de los cargos N° 2 y 3 

 

34.  Los cargos en examen están conectados entre sí. Uno dice relación con la superación 

del límite máximo establecido en el D.S. N° 46/2002 sobre emisión de Riles en aguas 

subterráneas, entre julio de 2013 hasta diciembre de 2015, salvo agosto de este último año 

(cargo N° 2); y el otro, con la omisión de informar los remuestreos requeridos dentro de 15 

días en caso de superación del límite máximo (cargo N° 3).   
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35.  Al respecto, el considerando 130° de la Resolución Recurrida carece de 

fundamento toda vez que desestima sin más “los argumentos relativos a la calidad natural 

de las aguas del acuífero”. En vez de analizar los argumentos de Maltexco, los desecha a 

través de un razonamiento vacío y circular: “…no siendo esta la instancia para cuestionar 

los compromisos adquiridos durante la evaluación ambiental asociada al Proyecto, sobre la 

base de aspectos como la calidad natural del acuífero”.  

 

36.  Tal como se explicó al inicio de este capítulo, el “núcleo esencial” de la conducta 

sancionada por el tipo infraccional del artículo 35 letra a) de la LOSMA es el incumplimiento 

de una RCA. Para interpretar las condiciones, normas y medidas de la presente RCA, esta 

autoridad debe considerar la finalidad de la misma. Como explica un autor:  

 

“…qué quiso o quiere, realmente, ejecutar el titular y bajo qué tipología contemplada en el 

artículo 10 de la ley, es lo que debe inspirar siempre cualquier interpretación a una RCA, 

pudiendo extraerse las restantes conclusiones (respecto al seguimiento, control y 

cumplimiento) a partir de ahí. Llevar la RCA a la vida presente a partir de sus propias 

disposiciones y en virtud de la finalidad que se tuvo en consideración al momento de diseñar 

el proyecto, es el primer desafío interpretativo…”.21 

 

37.  Por lo tanto, es evidente que esta SMA debió indagar en los argumentos de Maltexco 

a propósito de la calidad natural del acuífero. Pues, en efecto, las condiciones, normas y 

medidas del considerando 5.4.5 de la RCA N° 476/2003 tienen como finalidad proteger las 

aguas del acuífero Talagante y la salud de las personas que hacen uso de ellas. Lo cual se 

ha cumplido plenamente. 

 

Al respecto, el considerando 306° de la Resolución Recurrida carece de fundamento. Se le 

imputa gratuitamente a mi representada ser una de las causantes del empeoramiento de la 

calidad natural del acuífero Talagante, entre 2010 y 2015, declarando que “las descargas de 

Maltexco en el período infraccional han contribuido a dicho deterioro, al presentar de forma 

continua excedencias significativas…”. Sin embargo, inmediatamente la Resolución 

 
21 E. Carrasco, “La interpretación de la resolución de calificación ambiental”, RCHD, Vol.41 N°.2, 2014 
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Recurrida titubea, y en el considerando 307° se declara que “no es posible determinar de 

forma precisa la significancia del aporte de Maltexco al deterioro del acuífero, al no contar 

con mayores antecedentes…”. Como se observa, hay una inconsistencia y contradicción 

manifiesta. 

 

38.  Tras estas inconsistencias en el razonamiento, existe una infracción del debido 

proceso y la presunción de inocencia. La SMA parece haber prejuzgado a Maltexco, a pesar 

de “no contar con mayores antecedentes”. Y por otro lado, la SMA hizo una investigación 

incompleta, sesgada y dirigida no a esclarecer los hechos sino a incriminar a Maltexco a 

como dé lugar, no existiendo evidencia de que Maltexco haya causado efectos ambientales, 

tal como ya se ha señalado y ha sido reconocido expresamente por la SMA.   

 

39.  Por todo lo expuesto, la Resolución Recurrida debe ser dejada sin efecto, y en su 

lugar, declarar que se absuelve a Maltexco de los cargos N° 2 y 3. 

 

(3.3) Análisis de los cargos N° 6 y 7 

 

40.  Los cargos que pasamos a examinar se relacionan con la falta de implementación de 

sistema de infiltración de través de drenes lineales y operación de pozos de infiltración no 

autorizados por la RCA (cargo N° 6); y la supuesta modificación del proyecto al incorporar 

una nueva fuente de RILEs al sistema de tratamiento proveniente del lavado de gases de la 

caldera (cargo N° 7). 

 

41.  En relación con el cargo N° 6, el considerando 3° letra E) de la RCA N° 476/2003 

señala lo siguiente: “El efluente tratado, será dispuesto en canchas de infiltración formados 

por drenes lineales”. La SMA le reprocha a Maltexco haber modificado -supuestamente- los 

drenes lineales a un sistema de cuatro pozos de infiltración.  

 

42.  Sin embargo, la imputación que hace la SMA es falsa. Los considerandos 159° a 

166° de la Resolución Recurrida carecen de fundamento, y denotan la falta de una 

investigación seria de los hechos. Al respecto, hacemos presente lo siguiente: 
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(i)  Las zanjas de drenaje que la Resolución Recurrida reprocha son los originales del 

proyecto presentado para obtener la RCA. No han sufrido modificaciones en el tiempo. Éstas 

han sido inspeccionadas en múltiples ocasiones, por diferentes organismos fiscalizadores.  

 

(ii)  La Resolución Exenta N° 1497/2020 de la DGA, hace referencia como punto de 

infiltración a estos dos drenes. Por un principio de coordinación administrativa (arts. 3 y 5 de 

la Ley N° 18.575) la SMA no puede desconocer esta situación autorizada por la DGA. 

 

(iii) Las dos zanjas de drenaje adicionales fueron construidas debido a la colmatación de las 

otras dos zanjas. Con todo, se da pleno cumplimiento a la RCA toda vez que solamente se 

utilizan dos de ellas -tal como lo dice la DIA- dejando a las otras dos en recuperación. 

 

(iv) Cuando el considerando 3° letra E) de la RCA N° 476/2003 habla de “drenes lineales” 

ello debe interpretarse de manera amplia, atendiendo al contexto de la RCA. En ese sentido, 

la DIA de junio de 2003 incorpora un anexo denominado “Diseño de zanjas de drenajes” 

con dos zanjas de infiltración con medidas de 15x20x4 metros, tal como existen en la 

actualidad. En consecuencia, el sistema de infiltración de Maltexco se ajusta a la condición 

de la RCA, en la medida que ésta necesariamente hace referencia al sistema propuesta en el 

punto 2.2.5 de la DIA de junio de 2003. No hay otra interpretación lógica y de contexto que 

sea posible. Un formalismo rígido iría en perjuicio de la finalidad de la RCA. 

 

43.  En subsidio, alegamos la prescripción del cargo N° 6. En efecto, lo que ahora la 

SMA llama “pozos de infiltración” existen desde el año 2006. Por lo tanto, el plazo de 

prescripción de tres años contados desde el hecho infraccional, del artículo 37 de la LOSMA, 

se encuentra largamente vencido. 

 

44.  En relación con el cargo N° 7, se imputa a Maltexco la infracción del artículo 2 letra 

g) numeral 3) del D.S. N° 40/2012, bajo la lógica de elusión al SEIA. La norma dispone lo 

siguiente: 
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“Artículo 2.- Definiciones. 

Para los efectos de este Reglamento se entenderá por: 

(…) 

g)  Modificación de proyecto o actividad: Realización de obras, acciones o medidas 

tendientes a intervenir o complementar un proyecto o actividad, de modo tal que éste sufra 

cambios de consideración. Se entenderá que un proyecto o actividad sufre cambios de 

consideración cuando: 

(…) 

g.3. Las obras o acciones tendientes a intervenir o complementar el proyecto o actividad 

modifican sustantivamente la extensión, magnitud o duración de los impactos ambientales 

del proyecto o actividad” (subrayado es nuestro) 

 

45.  El cargo N° 7 debe ser rechazado por ausencia de tipicidad de la conducta de 

Maltexco. Al respecto, hacemos presente lo siguiente: 

 

(i)  No hay ningún antecedente en estos autos de impacto ambiental que haya sido 

modificado sustancialmente por la incorporación de una nueva fuente de Riles (lavado de 

gases de la caldera).  

 

En efecto, el literal g3 del artículo 2° del RSEIA, corresponde a la única causal de ingreso al 

SEIA en función del riesgo, y no por tipologías. Es por ello, que el SEA ha establecido un 

instructivo para la mejor determinación de dicho efecto o riesgo22, en términos de “extensión, 

magnitud o duración de los impactos ambientales del proyecto o actividad”.  

 

Sin embargo, de acuerdo con la información aportada por la Maltexco y validada por la SMA, 

no se constataron efectos sobre el suelo, sus características físico-químicas o su 

capacidad de infiltración, y la concentración para los distintos parámetros no dista de 

la calidad natural del acuífero, que se ha mantenido prácticamente inalterada. En este 

sentido, la nueva fuente de Riles no generaba cambios en los efectos ambientales, por tanto 

 
22 Ord 131456 que imparte instrucciones sobre las consultas de pertinencia de ingreso al SEIA (septiembre 

2013), y luego modificado.  
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no debía ingresar al SEIA. El problema, es que bajo esta hipótesis, quedaba sin sustento la 

propuesta de mejora tecnológica en cuanto a que la eliminación de los Riles iba a generar 

mejoras sustanciales en los parámetros del acuífero, cuestión que no ocurrió. Es por ello que 

resultaba coherente la inclusión de este cargo con la hipótesis antes señalada.  

 

(ii)  La Resolución Recurrida adolece además de un vicio de nulidad formal al infringir el 

artículo 3 letra i) de la LOSMA. En efecto, la SMA posee la atribución de requerir, “previo 

informe del Servicio de Evaluación”, a los titulares de proyectos o actividades que conforme 

al artículo 10 de la LBMA se sometan al sistema de evaluación ambiental el EIA o DIA 

correspondiente. Pero como consta en autos, la SMA no ha requerido informe al SEA. Siendo 

inválida la Resolución Recurrida al acoger el cargo N° 7 sin cumplir previamente con dicha 

formalidad. Por otra parte, tampoco se ha hecho requerimiento formal de ingreso al SEIA, 

“bajo apercibimiento de sanción”, de acuerdo a lo establecido en el artículo 3° literal j) de la 

LOSMA. 

 

46.  A mayor abundamiento, los considerandos 169° a 173° y especialmente los 

considerandos 181° y 183°, todos de la Resolución Recurrida, deben ser dejados sin efectos 

toda vez que, en ellos, solapadamente, la SMA ha pretendido complementar o modificar el 

contenido de este cargo, incorporando la supuesta infracción del artículo 3 letra o) numeral 

7) del D.S. N° 40/2012; infracción que no fue incluida en la formulación del cargo N° 7 de 

la Resolución Exenta N° 1 Rol D-038-2016 de 11 de julio de 2016. Por cierto, aquel cambio 

de última hora pretendido por la SMA en la Resolución Recurrida, contraviene el artículo 

54 inciso final de la LOSMA: “Ninguna persona podrá ser sancionada por hechos que no 

hubiesen sido materia de cargos”. Por ende, resulta improcedente que la Resolución 

Recurrida razona en base a un supuesto incumplimiento del artículo 3 letra o) numeral 7) del 

D.S. N° 40/2012. Ello excede los hechos materia de cargos. 

 

47.  En conclusión, y en mérito de todo lo expuesto, la Resolución Recurrida debe ser 

dejada sin efecto en esta parte, y en su lugar, deberá declararse la absolución de Maltexco 

respecto los cargos N° 6 y 7. 
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(3.4) Análisis de los cargos N° 1, 4 y 5 

 

48. Por último, los cargos en examen dicen relación con incumplimientos de medidas de 

información (cargo N° 1 y 5) y norma sobre caudal (cargo N° 4). En los tres casos se trató de 

errores involuntarios y de mínima entidad. La SMA ha favorecido el uso de vías alternativas 

de corrección para subsanar hechos como los descritos, lo que ha implicado el archivo de un 

número elevado de informes de fiscalización mediante cartas de advertencia o acciones pre-

procedimentales, cumpliendo de manera eficiente sus funciones.  

 

49.  Sin perjuicio de lo anterior, reiteramos que, atendida la ejecución satisfactoria de las 

acciones y metas del PdC asociadas a estos cargos, Maltexco debiera ser absuelta: la acción 

sancionatoria se extinguió; no se ha podido determinar culpabilidad; y la conducta es atípica 

por falta de lesión o amenaza del bien jurídico protegido.  

 

50.  Por lo tanto, la Resolución Recurrida también debe ser dejada sin efecto en esta parte, 

absolviendo a Maltexco de todos los cargos. 
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IV. ERRORES EN LA DETERMINACIÓN DEL MONTO DE LAS MULTAS 

 

 

51.  En subsidio de lo señalado en los capítulos II y III, venimos en alegar una serie de 

errores en la determinación del monto de las multas, los cuales aplican en la medida que no 

sean consideradas las alegaciones de dichos capítulos II y III.  

 

(4.1) Sobre la clasificación del cargo 7 

 

52.  El artículo 36 de la LOSMA clasifica las infracciones en leves, graves y gravísimas. 

Se concuerda con el criterio de la SMA de clasificar los cargos 1, 2, 3, 4, 5 y 6 como leves. 

Sin embargo, se solicita que se tenga a bien recalificar el cargo 7 a leve. La SMA consideró 

este cargo como grave, asumiendo que corresponden a una elusión al SEIA, es decir a hechos, 

actos u omisiones que contravengan las disposiciones pertinentes y que, alternativamente, 

involucren la ejecución de proyectos o actividades del artículo 10 de la Ley 19.300 al margen 

del SEIA. 

 

53. Como ya fue referido en el capítulo III, se contraviene que el cargo 7 formulado 

corresponda a una elusión al SEIA, al no modificarse sustantivamente los impactos 

ambientales del proyecto. De acuerdo con la información aportada por Maltexco y validada 

por la SMA, no se constataron efectos sobre el suelo, sus características físico-químicas 

o su capacidad de infiltración, y la concentración para los distintos parámetros no dista 

de la calidad natural del acuífero, que se ha mantenido prácticamente inalterada.  

 

Así, y tal como ya se señaló, la nueva fuente de Riles no generaba cambios en los efectos 

ambientales, por tanto no debía ingresar al SEIA. El problema, es que bajo esta hipótesis, 

quedaba sin sustento la propuesta de mejora tecnológica en cuanto a que la eliminación de 

los Riles iba a generar mejoras sustanciales en los parámetros del acuífero, cuestión que no 

ocurrió. Es por ello que resultaba coherente la inclusión de este cargo en relación a la 

hipótesis antes señalada.  
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54.  A su vez, si bien la vulnerabilidad del acuífero fue calificada por la DGA como “alta”, 

esto no se condice con la realidad. La exposición de potenciales receptores debe ser 

descartada, ya que la distancia desde la Maltexco hasta la planta al tratamiento de agua 

potable más cercana es mayor a 7 kms, y la presencia de múltiples fuentes emisoras en el 

área circundante, hacen implausible que exista un riesgo concreto. En base a esto, no se 

sustenta la gravedad de este cargo, y más bien corresponde a una desviación formal o a una 

falta de menor entidad. 

 

55.  Considerando esto, los hechos no corresponden a cambios de consideración del 

proyecto y por consiguiente no se encuentra Maltexco obligada a someterse de forma 

obligatoria al SEIA. A lo sumo, los hechos descritos son de mera actividad o peligro 

abstracto, y no contemplan riesgos de efectos negativos de relevancia. Siendo así, si no se 

acoge el argumento para absolver a la empresa de estos hechos, deben ser recalificados como 

leves para efectos del cálculo de la sanción. 

 

(4.2) Sobre el efecto del artículo 40 letra g de la LOSMA 

 

56.  Tal como define el artículo 42 de la LOSMA, los programas de cumplimiento 

consisten en un plan de acciones y metas presentado por el infractor para que, dentro de un 

plazo fijado por la SMA, los responsables cumplan satisfactoriamente la normativa 

ambiental. Como ya fue indicado en los descargos, un programa de cumplimiento es un 

instrumento de cooperación entre el sujeto regulado y la administración. 

 

57.  La LOSMA considera al programa de cumplimiento como un incentivo al 

cumplimiento para la corrección de desviaciones a la normativa ambiental de manera 

integral, eficaz y verificable. Esta relación de cooperación, esta reglada por la buena fe y por 

el deber de la autoridad de asistir al regulado en el cumplimiento, de acuerdo con lo indicado 

en el artículo 3 u) de la LOSMA, tal como ya se ha señalado. 
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58.  De esta forma, el PdC permite, través del compromiso voluntario, volver a un estado 

cumplimiento de la normativa vigente. Mi representada consideró de buena fe la asistencia 

de la SMA, asumiendo que la solución tecnológica propuesta, consistente en un cambio de 

caldera, permitiría cesar los hechos infraccionales asociados a todos los cargos. Sin embargo, 

pese a que ejecutaron todas las acciones comprometidas, ocurrió́ que lo previsto y aprobado 

por la SMA no fue idóneo para el cumplimiento de la meta relacionada con la calidad de los 

riles, lo cual, significó que lo que se consideró́ adecuado en su oportunidad, demostró́ no ser 

suficiente para subsanar los hechos infraccionales.  

 

59.  A pesar de los importantes esfuerzos para la ejecución de estas acciones que realizó 

la empresa de manera diligente, no fue posible alcanzar las metas previstas. Tampoco pudo 

prever que se requeriría una acción adicional al momento de presentarse el PdC. Ante lo cual, 

se introdujo una corrección al PdC “Plan Correctivo”, que finalmente logró la solución 

ambiental requerida, siempre actuando la empresa de manera proactiva. Si bien la instalación 

del nuevo sistema de combustión no tuvo la eficacia esperada, si permitió una mejora 

operacional significativa y finalmente habilitó la solución definitiva consistente en la descarga 

de riles a la red de alcantarillado, lo que no hubiera sido factible sin el cambio de combustible 

de carbón a gas, dado los niveles de sulfatos que presentaban los riles generados por mi 

representada anteriormente.  

 

60.  La misma SMA establece que esto permitió corregir los hechos constituidos de 

infracción, aunque reconoce que corresponde a una medida de carácter voluntario, ya que la 

empresa podría haber subsanado la situación realizando el tratamiento de manera directa, 

como se esperaba ejecutar mediante el recambio de caldera, sin recurrir a un nuevo sistema 

de descarga de riles hacia la red de alcantarillado, para su tratamiento y disposición final por 

parte de un tercero, en este caso de Aguas Andinas. La medida fue calificada como idónea y 

eficaz, al cesar la infiltración de riles hacia el acuífero Talagante.  

 

61.  Sin embargo, se discrepa de la calificación de inoportuna que le entrega la SMA, 

ya que esta acción no era identificable previamente, y no hubiera sido factible su 

implementación sin antes ejecutar por completo las acciones del PdC. Si bien, coincide 
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su implementación con el reinicio del sancionatorio, la medida había sido planificada con 

anterioridad, existiendo un retraso importante en su ejecución producto del plazo necesario 

para desarrollar los estudios necesarios y dilaciones en el servicio de conexión, todo lo cual 

consta en los escritos de Téngase Presente que fueron presentados por esta parte en el 

procedimiento sancionatorio. 

 

62.  Los esfuerzos de mi representada para mejorar la calidad de los Riles han ido más allá́ 

de su obligación. Se han reforzado los filtros primarios de la planta de tratamiento con 

tecnología más moderna, que ha permitido mejorar su eficiencia. Adicionalmente, se han 

reforzado los sistemas de aireación existentes. Ambas mejoras, se efectuaron entre los años 

2018 y 2020, con el objetivo de reducir los niveles de DBO y, lograr la reducción de la 

presencia de aceites y grasas y NTK.  Estas mejoras han permitido subsanar de forma 

permanente la infracción que dio origen al cargo N°2, y alcanzar niveles que no solo permiten 

dar cumplimiento a la Tabla N°4 del D.S. N°609/1998 y, por tanto, poder descargar estos 

riles en el sistema sanitario, sino que mantener niveles de emisión por debajo de lo requerido. 

 

63. Se destaca que en todo momento el bien jurídico protegido estuvo bajo resguardo, 

hecho que la misma SMA reconoce al indicar que no se produjeron efectos negativos en el 

medio ambiente ante los cargos imputados, por lo que la oportunidad en alcanzar el 

cumplimiento que reprocha la SMA, corresponde a un hecho netamente formal. Se 

ejecutaron estudios y se realizaron informes que permitieron caracterizar los suelos del 

sector, la calidad del agua natural del acuífero y descartar efectos potencialmente 

dañinos sobre los mismos.  Se resalta que la dilación en la implementación de caldera 

perjudicó al titular, ya que este pudo obtener ahorros operacionales ante el cambio 

tecnológico de hacerlo anticipadamente. 

 

64.  Ante esta circunstancia, el D.S. N°30/2012 del Ministerio del Medio Ambiente, 

reglamento que regula el PdC, establece que, de ser aprobado, el procedimiento sancionatorio 

se suspende. Tras su ejecución, si se considera el cumplimiento total de las acciones 

comprometidas, se exime al imputado de la aplicación de sanciones (artículo 42 inc. 6 LO-

SMA y artículo 12 reglamento). En cambio, si el cumplimiento es nulo se reinicia el 
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procedimiento sancionatorio, donde se podrá́ aplicar hasta el doble de la multa que 

corresponda a la infracción original (artículo 42 inc. 5 LO-SMA y artículo 10 Reglamento).  

 

65. En el caso de incumplimiento parcial como cuestiona la SMA, y sin perjuicio de los 

señalado en el capítulo III, no queda definido en la ley ni en el reglamento las consecuencias 

jurídicas de tal escenario. En la situación en entredicho, si bien el titular cumplió la totalidad 

de las acciones, lo cual es reconocido por la SMA en la resolución sancionatoria, las metas 

indicadas en la acción 15, no se comportaron según lo esperado y no lograron ser alcanzadas. 

Sin perjuicio de lo anterior, el plan de acciones fue cumplido a cabalidad, por lo que debiera 

eximirse al titular de todos los cargos. 

 

66.  De no ser esto considerado, se solicita que se exima a mi representada de los cargos 

N°1, 3, 4, 5, 6 y 7. Como, el incumplimiento del plan de acciones y metas solo incidió́ en los 

hechos asociados al cargo N°2, ya que fue adecuado para rehabilitar el cumplimiento respecto 

de todos los demás hechos infraccionales. A su vez, se solicita que se aplique la mínima 

sanción exigible en derecho para este último, aplicando los factores de disminución que 

corresponda conforme su mérito. 

 

67.  Las bases metodológicas para la aplicación de sanciones indican que ante el 

incumplimiento de un PdC, la sanción está compuesta de una parte correspondiente a la multa 

por los cargos originales y solo reconoce los esfuerzos realizados para modular la sanción en 

un segundo nivel. No obstante, esta situación antijurídica que se aplicó a Maltexco, es 

contraria al espíritu de la ley, y contraviene el principio de proporcionalidad al no ponderar 

de forma razonable los esfuerzos realizados por la empresa en la sanción, no contabilizando 

de buena forma la ejecución del PdC alcanzada hasta el reinicio del procedimiento.  

 

68.  Si se desconoce el beneficio legal respecto de los cargos que se cumplió́ cabalmente 

en el PdC, se atentaría contra el principio de proporcionalidad, dado que no existirían 

parámetros objetivos para distinguir entre aquellas infracciones subsanadas y las no 

corregidas, dejando la decisión final del procedimiento a la absoluta discrecionalidad de la 
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autoridad. No corresponde agravar la sanción respecto de los cargos en que se declaró́ la 

ejecución satisfactoria del plan de acciones y metas.  

 

69.  Se solicita así que se corrija los vicios propios de este criterio y que se pondere el 

cumplimiento de las acciones comprometidas en el PdC, y el esfuerzo de la empresa sobre el 

total de la multa aplicable y no sobre una fracción de esta.  En el caso improbable que se 

decida no aplicar el beneficio de exención respecto de aquellos cargos en que el plan de 

acciones y metas se ejecutó́ íntegramente, se solicita ponderar el cumplimiento del PdC de 

acuerdo al grado de ejecución de plan de acciones y metas, cumplido en todas las acciones, 

excepto la N°15, consistente en verificar el cumplimiento de la norma.  

 

70.  Se debe destacar que no deben confundirse los criterios de aprobación de los PdC 

con la evaluación de su desempeño final. En los primeros se considera que los PdC deben 

cumplir con el criterio de integridad, el cual consiste en que “las acciones y metas deben 

hacerse cargo de todas y cada una de las infracciones en que se ha incurrido y de sus 

efectos”, lo cual, atiende a un requisito de admisibilidad relacionado con el grado de 

completitud que debe tener este instrumento. En el caso de los PdC con ejecución parcial, la 

evaluación de su desempeño debe considerar el grado de cumplimiento del plan de acciones 

y metas respecto de cada cargo en el cómputo de la sanción, y eximir de todo reproche a los 

que corresponda.  

 

71.  No ponderar adecuadamente la ejecución parcial de un PdC, daña severamente el 

espíritu de incentivo al cumplimiento y colaboración de este instrumento, dado que, 

como en este caso un sujeto regulado diligente y de buena fe como Maltexco se ve 

perjudicado y no obstante su diligencia, se le desconoce la aplicación del beneficio de 

exención de la multa en aquellos cargos en que el plan de acciones y metas haya logrado la 

ejecución satisfactoria. Esto además podría traducirse en una pérdida de efectividad de la 

SMA en el ejercicio de sus funciones, ya que los sujetos regulados optasen por no presentar 

PdC y recurrir a otras vías procesales, al lesionar irremediablemente la eficiencia de este 

instrumento. 
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(4.3) Sobre la intencionalidad en la comisión de los cargos 2, 3 y 7  

 

72.  La intencionalidad requiere dolo, más allá́ de la culpa infraccional, o al menos una 

intención deliberada, no existiendo antecedentes de una intención concreta en el actuar de 

Maltexco para contravenir sus obligaciones jurídicas. La buena fe de la empresa en la 

implementación del PdC, y su cooperación eficaz durante el procedimiento, resaltada por la 

SMA en la resolución sancionatoria, demuestra que nunca existió intención de incumplir la 

normativa. Se solicita no considerar esta circunstancia en el cómputo de la multa de los 

cargos 2, 3 y 7. Los antecedentes dan cuenta de una voluntad permanente de ajustarse 

a las exigencias de la autoridad ambiental. 

 

73.  La intencionalidad se verifica cuando el infractor comete dolosamente el hecho 

infraccional. La concurrencia de intencionalidad implica que el reproche de la conducta es 

mayor, lo cual justifica que esta circunstancia opere como un factor de incremento de la 

sanción. Por el contrario, cuando la infracción fue cometida solo a título culposo o negligente, 

esta circunstancia no debe ser considerada. La SMA, al evaluar esta circunstancia, utiliza 

pruebas principalmente indiciarias que no se condicen con el accionar de la empresa. 

 

74.  Si bien se considera que Maltexco tiene una amplia experiencia para desarrollar su 

actividad en su giro específico, y corresponde a un sujeto calificado, no se considera la 

realidad propia de la industria, cuyos procedimientos internos responden a lógicas que 

pueden y han de ser mejoradas. La organización dista de ser sofisticada, y corresponde a una 

empresa de larga data, que se encuentra en constante proceso de modernización para afrontar 

de manera idónea su operación. En el tiempo, la empresa ha incorporado asesoría experta, 

pero cuando se dieron los hechos imputados se encontraba en plena formación su equipo 

actual de trabajo. Tal como comprueba la SMA, la empresa ejecutó de manera expedita y 

diligente las acciones necesarias para subsanar los hechos imputados.  

 

75.  Por otro lado, mi representada se hizo cargo de la totalidad de acciones relacionadas 

con deficiencias en la entrega de información, cumpliendo con un protocolo para su entrega 

y capacitando a los responsables de realizarlas. En virtud de lo anterior, la SMA debe 
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considerar como prueba de falta de intencionalidad, la situación de descoordinación interna 

inicial, errores involuntarios, y el alto grado de ejecución conforme de las acciones 

comprometidas en el PdC, y el nivel de diligencia por parte del titular para ejecutar 

satisfactoriamente dichas acciones. Se destaca a su vez, que mi representada ya había 

ejecutado acciones para remediar las brechas detectadas antes de la formulación de cargos. 

 

76.  De acuerdo con esto, con respecto al cargo 2 y 3, la SMA declara que constató la 

superación de los parámetros prescritos en el DS 46/2002. De ser así, esto a lo sumo se debió 

a errores involuntarios en la supervisión del sistema de tratamiento, y por ende no a un acto 

doloso de la empresa. El que la empresa fuera sancionada el 2008 por otra situación similar, 

nada dice de su intencionalidad en la comisión de la infracción imputada por la SMA ocho 

años después. Más aún, la calidad natural del acuífero se mantuvo inalterada, situación que 

estuvo a la vista, por lo que no existió negligencia, y más bien la situación se debió a una 

falta de discernimiento del alcance de la normativa aplicable. 

 

77.  Con respecto al cargo 7, se resalta que la infracción tiene relación con diferencias de 

interpretación con la autoridad sobre las obligaciones de la empresa y que nunca ha existido 

ánimo de incumplir, prueba de ello es que las inversiones en todos los sistemas de tratamiento 

alternativos fueron realizadas. La incorporación de una nueva fuente de riles, no modificó 

sustantivamente los impactos ambientales del proyecto y por ende nunca se ha comprendido 

como una elusión. El hecho de que la inyección de riles se realizara con posterioridad al 

proceso de aireación, nada tiene que ver con efectos indeseados en al sistema de tratamiento, 

y más bien se refiere con una decisión no meditada. Sin perjuicio de lo anterior la empresa 

estuvo dispuesta a eliminar esta descarga a la brevedad, lo que dista de un sujeto que tiene 

un actuar intencional para contravenir la normativa. 

 

(4.4) Sobre la conducta anterior negativa 

 

78.  Si bien la SMA da cuenta de sanciones previas de menor cuantía por hechos diversos, 

todas corresponden a situaciones ocurridas antes de la entrada en operación de la SMA. La 

misma autoridad considera como un límite para el cálculo de costos retrasados, el 28 de 
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diciembre de 2012. En vista de este criterio se resalta la inconsistencia en que incurre al 

utilizar un criterio distinto para determinar si aplica como incremento en el cálculo de la 

sanción el configurar conducta anterior negativa por hechos acaecidos en fechas previas, y 

en su defecto al no considerar como disminución la irreprochable conducta anterior. 

 

79.  Salvo por las sanciones infringidas al 2012, no se cuenta con antecedentes hasta el 

inicio del procedimiento sancionatorio el 2016 que den cuenta que Maltexco tenga una 

conducta anterior negativa, por lo que se solicita que no sea considerado como factor de 

incremento. Bajo este mismo argumento no constan antecedentes que permitan descartar una 

conducta irreprochable anterior, por lo que es factible que sea considerado con una 

disminución. En subsidio, se solicita que se reconsidere la ponderación de estas 

circunstancias a favor de la empresa, con el objetivo de reducir la multa, al dar cuenta de la 

menor entidad de las sanciones previas, el largo tiempo que concurrió desde su comisión 

hasta la formulación de cargos, y el bajo número en multas de los años de operación de la 

empresa desde su puesta en funcionamiento. 

 

(4.5) Beneficio económico obtenido en Cargos 2 y 7  

 

80.  La LOSMA entrega a la SMA un marco de sanciones posibles por tipo de infracción 

y gravedad, con el fin de incentivar el cumplimiento normativo y no el mero castigo. Si bien 

la determinación de la sanción es una potestad discrecional, esta debe valorar las 

circunstancias particulares de cada caso y del infractor, y debe ser ejercida de manera 

razonada y fundada. La determinación de sanciones se realiza por la adición de dos 

componentes, el beneficio económico que supuestamente es derivado de la infracción y la 

afectación causada producto de la infracción. 

 

81.  La SMA asume como beneficio económico, los costos o inversiones retrasados que 

supuestamente hubieran sido incurridos de cumplirse con la normativa en la fecha debida. 

Con respecto al Cargo 2, se consideró que la empresa debió invertir en medidas que 

aseguraran el cumplimiento del DS 46/2002 y su RPM, con posterioridad a la Rex. 1497/2010 

de la DGA, que estableció la calidad natural del acuífero. Respecto de lo anterior, se 



49 

 

consideró como medida idónea la conexión a la red de alcantarillado, lo que aconteció el 

2021. La SMA consideró que la inversión retrasada ascendía a 313.256.694 en base a la 

información aportada por la empresa. Se considera que estos costos debieron ser incurridos 

el 28 de diciembre de 2012. 

 

82.  En cuanto al cargo 7, se consideró que la empresa debió descargar los Riles de su 

proceso productivo de manera regular, evitando descargar los correspondientes al lavado de 

gases de su caldera a carbón, en la línea de la planta de tratamiento secundario. Se consideró 

como medida idónea el reemplazo de la caldera a carbón, por un intercambiador a gas, 

eliminando la descarga de riles, lo que aconteció a mediados del 2017. La SMA consideró 

que la inversión retrasada ascendía a $199.606.000, en base a la información aportada por la 

empresa. Similarmente, se consideró que estos costos debieron ser incurridos el 28 de 

diciembre de 2012. 

 

83.  Sin embargo, existen diversos factores que implican una simplificación gruesa en los 

supuestos de la SMA. En su análisis la autoridad no considera, que los cargos 2 y 7 son 

indivisibles. Mientras el cargo 2 tiene que ver con el tratamiento de riles y la calidad del 

efluente de descarga, el cargo 7 se refiere a la inclusión de una nueva fuente de riles 

proveniente del lavado de caldera. Al variar el caudal descargado, es inevitable variar la 

concentración de ciertos parámetros en la descarga. Es así como, en la aprobación del 

programa de cumplimiento consideró como solución tecnológica idónea el reemplazo de la 

caldera, y medidas operacionales tendientes a limitar el caudal a lo autorizado. Sin embargo, 

este hecho es ignorado por la SMA al estimar los costos retrasados, obviando que el supuesto 

incumplimiento del PdC pudo deberse a hechos no relacionados con la tecnología 

seleccionada, y pudieron tener que ver con problemas operacionales no identificados.  

 

84.  No corresponde suponer que la medida idónea para asegurar el cumplimiento de la 

normativa, es la medida voluntariamente implementada por la empresa de descarga de riles 

a la red de alcantarillado. Mas bien, y en el caso improbable de no eximirse a la empresa de 

sanción, en el caso de la multa debiera reconocerse como costo retrasado la inversión 

realizada en el intercambiador de gas, y reconocerla como válida para ambos cargos 2 y 7. A 
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pesar de que ambas imputaciones son distintas, la empresa indicó en sus descargos su 

decisión de remitir las acciones asociadas al cargo 7 a aquellas que se ejecutarían en el marco 

del cargo 2, lo que también aplica en sentido inverso. Para evitar un doble conteo de costos, 

debiera descartarse costos retrasados en alguno de estos cargos. 

 

85.  A su vez, se debe considerar que el reemplazo de la caldera tiene que ver también con 

una decisión de la empresa que va más allá del control de Riles. El cambio de combustible 

corresponde a una mejora ambiental relacionada con el cumplimiento del Plan de Prevención 

y Descontaminación de la Región Metropolitana, y con el compromiso de la empresa con 

reducir su huella de carbono. Esto no se pondera en el cómputo de los costos retrasado, 

asumiendo que el total de estos corresponde a la eliminación de los riles asociados al lavado 

de gases. Esto abulta impropiamente el costo del cumplimiento, lo que debe ser ponderado 

en el cálculo de este componente de la sanción. 

 

86.  En el caso no razonable que la SMA insistiera en el uso de la metodología desarrollada 

en la resolución sancionatoria, debe notar errores burdos en el cálculo de los costos de la 

solución alternativa identificada. Los costos de descarga a la red de alcantarillado son a lo 

menos un 86% menores a los propuestos por la SMA.  

 

Esto en base a sendos errores, como inclusión de insumos que no aplican al desarrollo de la 

obra en cuestión, consideración de IVA, erratas de tipeo y sumas de diferentes cotizaciones 

de insumos, para las cuales sólo pudo ser seleccionada una opción. A su vez, se agregan otros 

insumos no listados que si fueron necesarios.  

 

Los costos estimados para esta solución corresponden entonces a $44.194.874. La siguiente 

tabla detalla los insumos que, si son requeridos para esta obra, y los costos totales 

correspondientes. 

 

 

 

 



51 

 

Tabla N° 3 

 

 

 

87.  Finalmente, debe comentarse que el periodo para calcular los costos retrasados 

debería corresponder al que se imputa desde la primera fiscalización hasta la formulación de 

cargos. Con la aprobación del PdC se suspende el procedimiento sancionatorio, criterio que 

también debiera aplicarse para contabilizar dicho periodo. Esto nuevamente en el entendido, 

que no se acoge la solicitud de dar por ejecutado satisfactoriamente el PdC, situación que 

debiera corregirse de oficio, y que se dio de facto al conceder la SMA que la medida idónea 

es la que propuso la empresa en su plan de corrección, y reconocerlo como tal para el computo 

de la sanción. Se solicita reconsiderar estos argumentos para el cálculo de costos retrasados. 

 

                          (4.6) Importancia del peligro ocasionado en cargos 2 y 7 

 

88.  La SMA pondera en el valor de seriedad la importancia del peligro ocasionado y la 

importancia de la vulneración al sistema jurídico de protección ambiental. En cuanto al 

concepto de peligro, los tribunales ambientales han indicado que requiere que se haya 

presentado un riesgo de lesión, más no la producción de esta. Para determinar el peligro 

ocasionado, se debe determinar si existió́ o no un riesgo de afectación como la probabilidad 

que se concrete un daño. Una vez que se determina la existencia de un peligro, debe 
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ponderarse su importancia de acuerdo con la magnitud, entidad o extensión de los efectos 

generados por la infracción, pudiendo aplicarse sanciones más o menos intensas.  

 

89.  Ante la ausencia de elementos probatorios más sólidos en el caso en cuestión, no es 

posible identificar riesgos significativos. Los hechos infraccionales del cargo N°2, se 

relacionan con incumplimientos de los límites máximos establecidos en el D.S. N° 46/2002 

de los riles que se infiltran en el acuífero. Como bien se detalló en los descargos, la afectación 

solo se materializaría en la medida que los Riles inyectados en el acuífero afecten su calidad 

en relación con su composición natural.  

 

90.  De esta manera, es posible establecer que los hechos infraccionales que dieron origen 

a este procedimiento sancionatorio no generaron menoscabo al medio ambiente y/o 

afectación a la salud de las personas. La SMA esgrime en su resolución sancionatoria que la 

magnitud y recurrencia de las excedencias de los parámetros por sobre los límites máximos 

permitidos, son suficientes para acreditar un peligro concreto. Esto sumado a la peligrosidad 

inherente a los parámetros para los que supuestamente se supera la normativa, la 

susceptibilidad del acuífero calificado como de vulnerabilidad alta y posibles receptores 

aguas abajo de la descarga.  

 

91.  La distancia desde Maltexco, a la planta de agua potable rural (APR) más cercana 

corresponde a 7 km, en la junta del rio Maipo y Mapocho, donde la capacidad de dilución 

aumenta por el aporte del caudal de ambos rio, disminuyendo por ende el riesgo de 

afectación. La SMA, plantea un salto lógico al concluir que considerando la magnitud de las 

excedencias se puede concluir que existe riesgo.  Si se compara la calidad natural medida 

aguas arriba de la descarga, se descarta que Maltexco contribuya significativamente al 

deterioro del acuífero. La misma SMA indica que nos es posible determinar de forma precisa 

el impacto de Maltexco, al no contar con mayores antecedentes. Sin embargo, de todas 

formas lo califica como significativo, y que genera un riesgo al medio ambiente de alta 

entidad. Se solicita revisar este criterio y calificar la seriedad de esta infracción como baja. 
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92.  Con respecto al cargo 7, la SMA propone una línea argumental similar. La 

incorporación de una fuente de riles exógena, a partir del lavado de gases de la caldera con 

al menos óxidos de azufre, carbono e hidrogeno, eran incorporados a la piscina de 

decantación de la planta de riles de Maltexco, eludiendo el tratamiento de aireación, tras lo 

cual eran infiltrados. La SMA presume que esto podría haber provocado el colapso del 

sistema de aireación, sin mayores antecedentes. Incluso esta misma nuevamente declara que 

no existen medios de prueba para afirma un peligro concreto, más allá de la alta 

vulnerabilidad del acuífero. No obstante, se indica que existe un riesgo de alta entidad. Se 

solicita revisar este criterio y calificar la seriedad de esta infracción como baja. 

 

93.  Al contrario, el argumento de Maltexco, es que las excedencias no varían 

sustantivamente de la calidad natural del acuífero, y no necesariamente derivan del proceso 

productivo de Maltexco. En el Anexo N 15 del Reporte Final del PdC se adjuntan 

observaciones históricas a realizadas en las aguas del pozo de Maltexco para diversos 

parámetros, el cual muestra que la calidad natural del acuífero aguas arriba del punto de 

descarga se mantiene con pocas variaciones. Adicionalmente, se realizaron estudios para 

caracterizar los suelos del sector y se descartó efectos potencialmente riesgosos sobre los 

mimos. En relación con la continuidad de las excedencias, sólo se registran para parámetros 

de baja peligrosidad intrínseca como NKT, A & G y SO2 de control mensual. Si bien no es 

posible descartar, ni afirmar riesgo, la probabilidad de concreción de peligro es baja. 

 

(4.7) Importancia en relación a la vulneración sistema jurídico  

de protección en cargos 2 y 7 

 

94.  La importancia en relación a la vulneración al sistema jurídico de protección 

ambiental es una circunstancia que permite valorar la relevancia que un determinado 

incumplimiento ha significado para el sistema regulatorio ambiental, más allá́ de los efectos 

que la infracción ha podido generar. Cada infracción afecta la efectividad del sistema jurídico 

de protección ambiental, pero no siempre con la misma seriedad. Su ponderación depende de 

la norma específica incumplida, y la manera como fue vulnerada. Para esto se debe 

considerar: el tipo de norma infringida, su rol dentro del esquema regulatorio, su objetivo 

ambiental y las características propias del incumplimiento. 
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95.  El cargo 2 se refiere a que el titular superó los límites máximos establecidos en su 

RPM para diversos parámetros y periodos, medida que apunta a eliminar el impacto negativo 

que podría significar la contaminación del acuífero Talagante. Si bien la comisión de la 

infracción no está en disputa, su permanencia en el tiempo es debatible. De acuerdo con la 

SMA, en el caso de parámetros de baja peligrosidad intrínseca como A & G, NKT y sulfatos 

existiría emisión continuada. En cambio, en parámetros de alta peligrosidad, la emisión seria 

solo puntual para Cloruros, Cromo hexavalente, Fluoruro, Hierro, Manganeso Boro Cobre, 

selenio, pH, Nitritos + Nitratos. Por otra parte, la magnitud de la superación, respecto de la 

calidad natural de las aguas del pozo de Maltexco, no sería relevante. Aunque uno de los 

aspectos centrales de una norma de emisión son los límites contaminantes, el cargo debería 

representar una vulneración al sistema jurídico de protección ambiental de importancia baja, 

o lo sumo media, dados los parámetros involucrados. 

 

96.  En cuanto al cargo 7 se refiere a la modificación del proyecto a incorporar una nueva 

fuente de riles al sistema de tratamiento, proveniente del agua del lavado de gases de la 

caldera. Situación que supuestamente no fue evaluada ambientalmente. Lo anterior la SMA 

lo describe como un menoscabo a una de las normas jurídicas de protección ambiental más 

importantes, el SEIA. La SMA postula que una elusión siempre genera un importa 

vulneración a sistema jurídico de protección ambiental calificada como de alta entidad. En 

este caso, se contraviene que exista una elusión. Aunque el instructivo de marzo de 2021 del 

SEA establece que para la evaluación del literal o.7.2 la sola circunstancia de disponer un ril 

genera el ingreso al SEIA, esto no debe entenderse de manera retroactiva.  

 

97.  Difícilmente, el impacto infiltración del Ril proveniente del lavado de gases, 

constituyó un riesgo de afectación de la calidad del acuífero Talagante.  Una RCA certifica, 

que en el caso de aprobarse el proyecto este cumple con todos los requisitos ambientales 

exigidos por la normativa vigente. Aunque se trata, de un instrumento de importancia para el 

sistema regulatorio ambiental, su rol no es más relevante que otros instrumentos de gestión 

ambiental. Con los antecedentes del caso, la infracción no constituye un riesgo significativo, 

y aunque el SEIA tiene un objetivo preventivo en el ordenamiento jurídico, no se puede 
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argumentar que vulnerar esta norma afecte en un nivel alto al sistema de protección 

ambiental. Establecer que toda elusión sea calificada como de alta seriedad es 

cuestionable, considerando que pueden existir modificaciones de proyecto de mayor o 

menor intensidad.  

 

Por otra parte, frente a un cargo de elusión, cabe la pregunta acerca de la razón por la 

cual no se incluyó como acción del PdC el ingreso del cambio al SEIA.  

 

             (4.8) Otro criterio que sea relevante para la determinación de la sanción.  

 

98.  Si bien no es común que se considere otros criterios para modular la sanción, existen 

diversos casos que consideraron las circunstancias especiales del estallido social y luego la 

pandemia por COVID 19. Se debe insistir que estas condiciones implicaron falta de acceso 

a suministros, a mano de obra calificada, retrasos en certificaciones y autorizaciones de la 

autoridad a mejoras en sistemas de tratamiento. A su vez se debe considerar que previo o 

posteriormente al estallido social existieron otras causas de fuerza mayor que dificultaron el 

cumplimiento, como sistemas de trabajo remoto de trabajadores, problemas con la cadena de 

suministros, entre otros que puedan haber significado dificultades para cumplir con la 

normativa. 

 

99.  Teniendo a la vista las explicaciones y errores denunciados, solicitamos dejar sin 

efecto la Resolución Recurrida por redundar además en una sanción inconstitucional por 

desproporcionalidad. En efecto, según la jurisprudencia del Tribunal Constitucional el 

principio de proporcionalidad supone una “relación de equilibrio entre el castigo impuesto y 

la conducta imputada, que desde el campo penal se extiende como garantía a todo el orden 

punitivo estatal”.23 Recientemente, acogiendo un reclamo de ilegalidad contra una 

Superintendencia, la Excma. Corte Suprema declaró que “la conducta impropia reconocida 

por la propia reclamante, el número de clientes afectados, el tiempo de interrupción del 

suministro de energía eléctrica y la conducta reparatoria para con sus clientes una vez 

producido el hecho, supone que la sanción impuesta aparece como desproporcionada y 

 
23 STC Rol 2922-15, 2015, c. 19°. 



56 

 

desprovista de la racionalidad que debe orientar a los actos sancionadores de la 

Administración”; agregando que “…si bien la falta de diligencia que se reprocha a la 

reclamante amerita, desde luego, una sanción, no constituye, sin embargo, una conducta que 

justifique la aplicación de un castigo desproporcionado, desigual o extremo…”.24 

 

En consecuencia, y para evitar una sanción inconstitucional por desproporcionalidad, la 

Resolución Recurrida deberá ser dejada sin efecto también por este motivo.  

 

100.  Por lo tanto, y en subsidio de las alegaciones contenidas en los capítulos II y III, 

hemos señalado en el presente capítulo IV los diversos errores en que incurrió la SMA en la 

determinación del monto de las multas.  

 

POR TANTO, 

ROGAMOS AL SEÑOR SUPERINTENDENTE: Tener por interpuesto recurso de 

reposición en contra de la Resolución Exenta N° 945, ya individualizada, admitirlo a trámite, 

y en definitiva: 

 

1) Que según lo señalado en el capítulo II, la Resolución Recurrida se deje sin efecto, 

retrotrayéndose el procedimiento a la etapa de emisión del Dictamen por parte del Fiscal 

Instructor, para que de conformidad al artículo 54 de la LOSMA, el Superintendente adopte 

alguna de las siguientes decisiones: 

 

1.1) Absuelva a Maltexco;  

1.2) Ordene la realización de nuevas diligencias; u 

1.3) Ordene la corrección de los vicios de procedimiento, retrotrayéndolo a efectos de lo 

siguiente: 

1.3.a) Para que se declare la ejecución satisfactoria de las acciones y metas del 

Programa de Cumplimiento (“PdC”), incluyendo el plan correctivo señalado en los 

descargos de esta parte y cuya ejecución fue acreditada en sucesivos Téngase 

Presente; o  

 
24 ECS Rol 75.624-2021. 
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